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El Derecho de Asilo es una de las cuestiones de más apasionante int~ 

rés en nuestra vid~ jurídico-política, no sqlo por sus aspectos doctrina-

rios y prácticos, sino también por el sentido humano que presentan los ca 

sos en que ha sido aplicado. 

El Derecho de Asilo, tanto territorial como diplomático, igualmente 

denominado externo e interno, tiene defensores y adversarios que rivali--

zan en argumentos y recursos, pero, más allá Q.e la polémica, dicha insti-

tuci6n, a la cual Merlin señaló como fuente de discusiones y querellas, -

ha cobrado innegable importancia dentro del orden jurídico internacional. 

El Derecho de Asilo, en sus dos faoetas ya enunciadas, está íntimamen 

te ligado al ejercicio de lo que la sistemátioa jurídica moderna entiende 

por soberanía y, esta calidad o facultad del Estado# condenada como un "mi 

to" por Duguit,trasmite al asilo mucho de su alcance y significaci6n. 

Los orígen~s del llamado asilo diplomático radican en el siglo XVI, 

al estructurarse ' en forma definida, las diversas representaciones diplo-

máticas en los , países europeos, pero dicha instituci6n adquiere vigencia 

cuando los soberanos de entonces comenzaron a respetar los privilegios e 

inmunidades de los diplomáticos en ejercicio. 

El Asilo Territorial, en cambio, apareoe desde que un Estado, en --

uso de su soberanía, ha brindado refugio o amparo a los perseguidos tan­

to por delitos políticos como por delitos comunes. 

La indudable problematicidad del asilo diplomática, por sus especia-

lísimascondiciones, ofrece mayores escollos al estudiado que el asilo -
~ . 



territorial, debido principalmente a que, en el primero, se aplica el prin 

cipio de la extraterritorialidad, como aplicable a las representac~ones d! 

plomáticas acreditadas ante un gobierno debidamente constituido. Ese prin­

cipio de extraterritorialidad ha sido ampliamente examinado, llegándose a 

conclusiones contrapuestas, ya que mientras algunos internacionalistas to­

davía lo defienden, otros prefieren utilizar lo que denominan inmunidad de 

jurisdicci6n, la cual configura ese territorio llamado ficticio por Sán--­

chez de Bustamante, donde se mueven las representaciones diplomáticas de -

r~ferencia. 

Al dejar para después el análisis de tales problemas, basta en este mo 

mento destacar, c6mo en el ejercicio del derecho de asilo diplomático en-­

tran en juego múltiples intereses y nociones, en una lucha que no por pro­

tocolaria resulta menos virulenta. Y los numerosos casos en que se ha dis­

cutido el derecho de asilo diplomático, algunos de ellos realmente dramáti 

cos, indican muy bien las alternativas de dicha instituci6n. 

~ Hechas las anteriores consideraciones deseamos pedir, de antemano, ex 

cusas Ror las fallas y limitaciones de esta Tesis con la que optamos al tí 

tulo de Doctor en 'Jurisprudencia y Ciencias Sociales, aclarando de una vez 

por todas, que si hemos escogido como Tema- de la mis~a el Derecho de Asilo, 

no es por ignorar que esclarecidos juristas lo han tratado con maestría y 

erudici6n, sino por haber despertado nuestro interés, todo dentro de nues-

• tras limitadas capacidades. 

Tal vez fuera oportuno recordar que el ~r. Alejandro Alvarez sostuvo -

que ,existe un derecho internacional americano; y, con respecto a ese jui-­

cio, cabe decir que una de las instituciones, tal vez no justificativas de 



tal derecho hemisférico, pero de singular fisonomía es el derecho de asi-

lo. Este sería otro motivo para dedicar algún esfuerzo a estudiar sus dis 

tintos aspectos. 

En el desarrollo de nuestro asunto trataremos en primer lugar la No-

ci6n del Asilo; después su Fundamentaci6n¡ luego el Asilo Territorial y -

el Asilo Diplomático;y, finalmente, algunos casos concretos en que se ha 

aplicado. 

Igualmente suprimiremos las referencias y datos hist6ricos que no 

sean indispensables, pues de suyo son bastante conocidas . 

. . . . . . . . 
• • • lo •••• 

:::::: 
: : : : .. . . 

.. 



:: ' 
" ...... , ­

,~ 

-1-

NOCION DEL ASILO. 

El asilo, etimo16gicamente, viene del griego y significa "lugar de -

refugio". 

La sola raíz que citamos nos dice que en el asilo hay, como en toda 

relación jurídica, un sujeto de pretensión que es el Estado requirente~ -

un sujeto de prestación que es el Estado requerido, y un objeto que es la 

entrega o no entrega del perseguido en cuostión. 

En sentido objetivo el Derecho de asilo es la seguridad que un' Esta-

do confiere en su propio territorio o en sus representaciones diplomáti--

cas, a personas acusadas de ciertos delitos, substrayéndolas así a la ju-

risdicci6n de otro Estado. Nos permitimos modificar el término "protec---

ci6n" usado por los autores, cambiándolo por el de "seguridad" en la no--

ción expuesta, debido a que aquél pareciera involucrar un favor o gracia; 

en cambio, segu~idad implica un derecho. 

En sentid~ subjetivo el derecho de asilo es la facultad propia de --

una persona perseguida por un delito de cierta naturaleza para solicitar 

y obtener seguridad, sea en el territorio de otro Estado, sea en una repr~ 
¡ 
~sentaci6n diplomática del mismo. 

El derecho de asilo, t~:::~ ~o.ria1.. _,o diplomático, o más correctamente -

externo o interno, acusa siempre ese elemento de seguridad. Y segdn mu---

chos tratadistas , consti t~y~ una excepc.+Qn a las -normas _ <2rg.~rta.rias, .pu~s __ , ..---_- ..... _4_ -. _~~ .~ ., --- ---- -

mediante él se pa~a)iza _ ~a apción de ~n Estado sober~-Do. De allí las fre-
r - ...... -_.~ 

cuentes querellas y di~icultades que suscita el derecho de asilo, de las 

cuales nos ocuparemos más adelante. 

El carácter jurídico del asilo ha sido bastante discutido y aún en -

.. 
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la actualidad no goza de plena aceptaci6n. Los Estados americanos, con e~ 

cepci6n de los Estados Unidos, lo aceptan en forma general, mientras que 

los países europeos y los juristas del viejo continente lo han visto siem 

pre con marcada prevención. En Latinoamérica el asilo está tan reconocido 

jurídicamente que muchas Convenciones y numerosos Tratados internaciona-­

les se dedican a reglamentarIo. Como el punto es arduo preferimos trans-­

critir lo siguiente: "Entre los argumentos que se esgrimían en favor del 

particularismo del derecho internacional americano figuraba en todo mamen 

to y en primera línea, la especial atenci6n consagrada al asilo diplomáti 

ca, a diferencia de los preceptos del derecho internacional común que no 

lo reconocían como instituci6n obligatoria. El viejo planteamiento del te 

ma ha quedado totalmente superado por las nuevas circunstancias. Si bien 

es cierto que siguen siendo los países hispanoamericanos los adelantados 

en la tarea de hacer del asilo un elemento capital del Derecho Internacio 

nal, no es menos evidente que todo el movimiento internacional se ha 

orientado resueltemente en favor de una adecuada reglamentaci6n de esta 

Instituci6n. Prueba fehaciente de tal corriente la tenemos en los traba-­

jos del Instituto de Derecho Internacional (sesi6n de Bath, 1950), su in­

clusi6n en los anteproyectos preparados por la Comisi6n Permanente de De­

rechos del Hombre (ONU), y la actividad desplegada por otros organismos, 

en los que, por medios muy distintos, se toca el inmenso problema de la -

seguridad y libertad de los hombres." 

En nuestro humilde criterio nos parece que lo transcrito de M. Agui­

lar Navarro, IJEstudios Americanos" Nos. 21-22, marca un criterio acertado, 

pues los juristas de Europa han ido modificando su actitud frente al dere 
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cho de asilo, aunque , como pas6 en 01 fallo de la máxima Corto de Justi--

cia en 01 caso de Haya .de la Torro, todavía falto mucho para una acepta--

ción plena de tal instituci6n. 

FUNDAMENTO DEL ASILO. '·l 

Puede sintetizarse el problema mediante la pregunta siguiente que ha 

ce Antokoletz en su "Tratado Teórico y Practico de Derecho Diplomático y V/" 
Consular": el asilo es un derecho, un deber o un simple acto de humanidad? 

El mismo tratadista refiere también que la corriente europea, a par--

tir de la reglamentación que del tema hiciera el Instituto de Derecho In-

t ernaci onal, s e decidió primeramente por eliminar el asilo del campo juri 

dico, pero después "prevaleció el criterio de no desautorizarlo, aunque -

so consider6 que pertenece más a la Moral que al Derecho". 

En el fondo ese "valor moral" del asilo en nada afecta, más bien r e-

fuerza la eficacia jurídica del mismo, pues un Estado puede tener razones 

morales y de derecho para no permitir que otro persiga a ciertos delin---

cuentes. 

Ayuda a comprender por qué se niega al asilo el carácter de derecho, 

la historia de esa institución, s egún la relatan los más distinguidos in-

t ernacionalistas: En Grecia los diplomáticos gozaban de muchos privile- --

gios, y lo mismo pas6 en Roma, la cual declaraba la guerra si se ofendía 

gravemente a sus representantes, y el Diges t o sancionó al 'romano que gol-

peaba a ,un diplomático extranjero entregándolo a ese país para que éste -

lo castigara, de acuerdo con sus l eyes. 

En la época moderna, cuando los juristas recurren al principio de ex-

traterritorialidad para proteger a los ropresentantes en el exterior, los 
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mismos diplomáticos abusaron transformando sus residencias en lugares in-

violables mediante el privilegio llamado "franchise du quartier". Gracia 

define la extraterritorialidad así: "como por una especie de ficci6n s e -

los considera (a los diplomáticos) como la persona misma del soberano que 

representan, del mismo modo por una ficci6n parecida los diplomáticos se 

reputan hallarse fuera ,del territorio en que ejercen sus funciones, de 

suerte que no están regidos por las leyes civiles de dicho territorio. 

("ElDerecho de la G~erra y de la Paz"). 

De acuerdo con ésto el diplomático abus6 de sus privilegios en nume-

rosos casos y tratándose del asilo, lleg6 a concederlo aún a delicuentes 
~ 

comunes o conocidos criminales. Estos abusos causaron el desprestigio del 

asilo y, además, que ' llegara a confundirse el asilo con la intervenci6n, 

pues el diplomático que asilaba a tales sujetos a cada rato molestaba al 

otro Estado dentro 'de su propio territorio. 

Esas circunstancias produjeron que los autores do Europa s e negaran 

a reconocer el cqrácter jurídico del asilo, en vista de los problemas a -

que daba lugar. 8610 España sigui6 concediendo asilo el carácter de dere-

cho. ' 

En cambio, los países latinoamericanos han desarrollado notablemente 

el asilo,' tanto en la doctrina como al través de las distintas convencio-

nes internaoLonales que estudiaremos en su oportunidad. Pese a que toda--

vía queda mucho por hacer, nuestras naciones pueden estar orgullosas de -

tal labor, ya que, gracias a la aplicaci6n y uso del asilo, en su doblo -

fase diplomática y territorial, muchos elementos, de gran significaci6n -

personal y colectiva, han logrado rehacer sus vidas y dedicarse a sus pr~ 
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pias actividades, guardando gratitud al asilo como instituci6n y al Estado 

que les ayud6 en sus "momentos críticos. 

El derecho de asilo,no obstante los problemas y dificultades, tiene -

una vigenoia internacional en nuestras latitudes. Y los principios morales, 

respaldando a los jurídicos, también cooperaron a esa labor. El reconoci-­

miento del asilo como derecho implica un progreso doctrinario y práctico, 

pero restringiéndolo a los delincuentes de tipo político. Esta restricci6n 

constituye algo importante, pues sería vergonzoso que un Estado pusiera su 

prestigio y su dignidad para apoyar y proteger a delincuentes del orden ca 

mún. Tratándose de éstos, el derecho internacional no admite la posibili-­

dad de que se les ofrezca seguridad ninguna mediante el asilo en cualquio­

ra de sus clases. Uno de los motivos que dificultan el esclarecimiento de 

la naturaleza del asilo estriba precisamente en no distinguir, desde el 

primer momento, entre delincuentes políticos y delincuentes comunes, ya 

que la situaci6n y conducta de aquéllos es absolutamente distinta do la de 

éstos. 

Conformo a lo anterior,el asilo como institución jurídica, alcanza -­

utilidad únicamente para ciertos delitos, los cuales,cunl bien lo aclara -

la Escuela Positiva en el Derecho Penal, revisten una peligrosidad especial 

y obedecen a motivaciones singulares. Por eso repetimos que el alcance y -

naturaleza jurídicos del asilo tienen que ir estrechamente ligados a la ín 

dale de los delitos imputables a las personas a favor de quienes sirve el 

referido derecho. 

Son de sobra conocidas las dificultades que hay en el derecho penal -

para distinguir entre los delitos políticoS y los delitos comunes, al gra-
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do que no faltan autores que consideren el asunto como irresoluble. La 

doctrina penal admite quc,mientras para los delitos comunes hay criterios 

más o menos estables, los delitos políticoS aparecen casi siempre reacios 

a la clasificación y sistematización. 

Enrique Ferri, por ejemplo, en el Proyecto dol Código Penal Italiano 

del cual fué ponente.dice: "Son delitos político-sociales los cometidos -

exclusivamente por motivos políticos o de interés colectivo. "A pesar de 

cierta repetici6n en los términos puede interpretarse que la diferencia -

radica en que los delitos comunes obedecen a móviles egoístas e interesa­

dos, mientras que los delitos políticos obedecen a móviles altruístas o -

desinteresados. 

El Dr. Enrique C6rdova en su obra "Estudios Penales" dice sobre el 

particular: "Muy distinta es la condición del delito político. Detras de 

esta clase de trastornos se proyecta sugestiva la imagen de la Patria. El 

delito podrá ser resultado de una aberración injustificable, pero subjeti­

vamente considerado el criminal, aunque los males que haya producido sean 

mayores que los que ocasionaría el delincuente común, tiene a su favor la 

excusa de que cree que se mueve en beneficio de su Patria, y esa creencia, 

formada por un sentimiento elevado, generoso, aunquo constituya una abe-­

rraci6n lo coloca en el gruI?o de los delincuentes políticos." 

Esos conceptos del Dr. C6rdova tienen mucho de verdadero. El delin- -· 

ouente político obra por entusiasmo patriótico, por fervor cívico, por --­

convicciones. Y, por ello, su delito tiene especiales caracteres y merece 

un tratamiento específiCO, el oual s e manifiesta en la seguridad que, en 

esos casos, le ofrece otro Estado, bajo cuyo pabellón está en condiciones 
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do guarecerse. 

CUello Cal6n, en su "Derecho Penal", considera delitos políticos a -

los que atentan contra el orden político del Estado, sea externo o inter­

no, pero el autor español agrega que "suelen dividirse los delitos polít,i 

cos en delitos políticos puros que s610 l esionan el orden político del Es 

tado y delitos · políticos r e l ,ativos que atentan juntamente contra el orden 

político y contra el derecho común. 1I El maestro Cuello Ca16n concluye di­

ciendo que "para calificar el hocho de de lito político deberá atenders e a 

los móviles puramente políticos que impulsaron al agente a la realizaci6n 

de un hecho punible y a la personalidad toda de l delincuente. Así cuando 

se delinca por devoción a una idea o a un credo político, cuando el dolí,!! 

cuente obre impulsado por nobles anhelos de procurar el bien de su país, 

de evitar su decadencia y ruina; sus actos, cuando la entera vida y la -­

personalidad toda del delincuente confirmen la elevada motivación del he­

cho, éstos deberán ser reputados como delitos políticos aun cuando los a2 

tos realizados no violen derechos o intereses propiamente políticos, aún 

cuando se trate de hechos considerados como delitos comunes." p . 264 Y --

265. 

Cuello Cal6n también se apoya en ese sentir subjetivo de que nos ha-­

bla el Dr. C6rdova. aclarando que. cuando la personalidad toda y la ente­

ra vida del delincuente confirmen la el evada motivaci6n del hecho nos en­

contramos ante un delincuente que debe ser tenido como delincuente polít1 

ca y no común. Así el proyecto de Código Penal Alemán do 1925, citado por 

el mismo CUello Cal6n, registra a los llamados delincuentes "por convic-­

ci6n", a quienes el mismo ordenamiento penal los interna y no sanciona, -
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dándole a la medida un carácter de "custodia honesta". Esos delitos por -

convicción ·resultap muy similares a los delitos políticos cuya naturaleza, 

bastante complicada, no por s er un problema que atinge al derecho penal -

deja de prpocupar al internacionalista, sobre todo al que estudia el dere 

cho de asilo. 

En el .desarrollo de sus ideas el propio Cuello Calón aclara: "no co~ 

cibo que se reputen delitos políticos para los fines de un trato penal -­

privilegiado, aquellos hechos cuya brutalidad es reveladora de una poli-­

grosa perversidad. Estos doben sor sometidos, no obstante los móviles del 

agente, en nQmbre de la seguridad social, al tratamiento asignado a la de 

lincuencia común. Ya en algunos tratados de extradicción y sobre todo en 

la doctrina científica relativa a ésta, se manifiesta este sentido a ne-­

gar asilo a los delincuentes cuando sus hechos revisten especial brutali­

dad. tI 

Sobre este último punto tratado por el ilustre profesor de Barcelo-­

na, volveremos al considerar el llamado asilo territorial o externo, pues 

es el que toca más íntimamente con la extradicción. Pero, por el momento 

nos restringimos a decir que, a pesar de los esfuerzos de lop penalistas, 

ayudados por los mismos internacionalistas, la definición del delito poli 

tico tanto puro como conexo, resulta casi imposible, siendo oportuno refe 

rirnos a Podestá Acosta quien en su "Manual de Derecho Internacional Pú--­

blico" dice: 

"No os fácil, sin embargo, determinar qué se entiende por delito po­

lítico. En un comienzo se tomó en cuenta para la definici6n el motivo del 

hecho, pues se consideraba delito político el ejecutado como un paso nece 
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sario para alcanzar un prop6sito de e$ta especie. Posteriormente, estim~ 

dose demasiado amplia esa norma subjetiva, se entendi6 que un delito era 

de carácter politico cuando 01 hecho tenía por mira ulterior las institu-

ciones del Estado, con lo cual resultaba que no eran delito político la -

traici6nni el espionaje al servicio de otro Estado, la inteligencia con 

el enemigo, cte." ••. Y más adelante agrega: "El problema se complica con 

los llamados delitos conexos, o sea aquéllos en que el delito político e~ 

vuelve a la vez un delito común: por ejemplo, el asesinato o las lesiones 

producidas como medio para lograr un propósito políti90." 

Todo alcance on la tipificación más exacta dol delito político redu~ 

dará en beneficio do la tócnica del asilo, aunque es preciso insistir 

en que muchos casos de asilo son bastante claros en cuanto a la naturale-

Za del delito, atendiendo, como dice CUello Ca16n, a la personalidad toda, 

a la vida entera del delincuente. 
o 

En la discusi6n sobre el alcance y naturaleza del asilo hay quienes, 

en lugar de' confinarlo a la moral o defender su naturaleza jurídica, op--

tan por Goluciones mixtas, como aquélla que dice que tal instituci6n es -

de índole ,político-jurídica. 

Estamos de acuerdo en que hay consideraciones políticas sobre el asi 

lo y tiene que haberlas porque de otro modo no podría configurarse plena-

mente en su propia estructura, pero de eso a admitir sin mayoros distin--

gas esa simbiosis político-jurídica como definitoria del derecho de asilo 

existe mucha distancia. La confusi6n surge del hecho de que se confiere -

asilo precisamente a los llamados delincuentes políticos, cuyos m6viles -

y rasgos han sido objeto do las páginas anteriores. Esa oircunstancia no 
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es suficiente para concluír en algo híbrido, es decir, la naturaleza jur1 

dico-política del mismo asilo. Si dejamos a las cambiantes manifestacio--

nes de la política el uso y aplicación del derecho de asilo, entonces muy 

poca seguridad hay sobre su l egitimidad y beneficios. Las seguridades que 

son inherentes a tal institución desfallecerían si la política y no la --

ciencia política como conjunto de medios para el cumplimiento de las al--

tas finalidades del Estado, sino la política "práctica" y aún más la poli 

tica militante, poco margen deja a un desarrollo normal y paulatino del 

derecho de asilo, exponiéndolo a una serie de contingencias que todos po-

demos imaginar. 

Por ello ese hibridismo jurídico-político es doblemente peligroso. 

Por una parte muy poca aclara, pues el hecho de que a lo jurídico so ---

agregue indiscriminadamente l o político, no hace que avancemos en la r eso 

lución de nuestro problema que es la naturaleza jurídica del asilo; y por 

otra, el mezclar la política, con l os riesgos de las pasiones y escollos 

de la misma, én vez de resolver las cosas, las complicaría todavía más. 

ASILO TERRITORIAL. 

Dijimos al principio que estudiaríamos en primer lugar el asilo te--

rritorial para luego hacer lo propio con el asilo diplomático, debido a -

la mayor complejidad de ésto. 

En efecto, el asilo territorial, cual lo veremos en el mismo lengua-

je usado en la Convenci6n de Caracas, implica, de inmediato, el ejercicio 

de la soberanía sobre el territorio del mismo Estado. 

Por consiguiente~ aunque pareciera a primera vista extraño, no se --

producen en el asilo territorial muchos de los motivos de fricci6n o que-
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rella entre los Estados, quizá por~uo la distan9~a~er~milagros,por -­

más quo se trate de países limítrofes, y, en cambio, el asilado dentro de 
_ .' ., ..- ~ ~. .•..•• " . ., J: ;;;;::_ ~~-.:::.:' __ _ 

. . do ya so halla en el país oxtranjero. Do allí que, en términos Generales, 

el asilo dip16matico es más espinoso que el territorial, aunque se dan ca 

sos de excepci6n como el que acaba de suceder con el ex-presidente Gral . 

Juan Per6n, quién di6 motivo 8. que ~ol G:;b1crn<) arr;critin:' solicito..ro, dol P!;\ 

raguayo su oxpuISi6n, por considerar qUe la estancia del jefe del justi--

cialismo' en territorio paraguayo constituía una amenaza para el régimen -

argentino. 

El ~aso de Perón integró asilo diplamático, mejor denominado interno 

y asilo territorial, pues al principio el ex-mandatario llega a la cañone 

ro, "Paraguay" cuyo capitán, Ernesto Cortes e le confiri6 asilo en la nave 

a su mando. El 2 de octubre do 1955, Perón, quién fuera derrocado el 19 -

de septiembre, abandonó el torritorio argentino en un avi6n paraguayo, --

después de trece días de asilo en la cañonera; poco después, el 5 de oct~ 

bre, r el Gobierno del General Leonardi hizo saber al Paraguay que Juan Do-

mingo Per6n no podía permanocer en su territorio, a riesgo de que se que-

bra~taran las buenas relaciones entre los dos países; y no sólo ésto sino 

que el mismo gobierno argentino exigió que era ineludible que Per6n sali~ 

ro, del Paraguay con rumbo a una nación fuera del continente americano, a 

riesgo de desagradar al régimen requirente. 

Las desmesuradas exigencias ~rgentinas no fueron atendidas por el go-

bierno Paraguay mas Parón tuvo que salir, voluntariamente hacia Panamá, -
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naci6n quo le había otorgado un permiso provisional para internarse en su 

territorio .. 

Citamos a grandes rasgos el caso de Perón como uno que sí present6 -

serias dificultades al Estado asilante, aun cuando ya ostaba en la fase 

territorial del asilo que, primeramento, fué en una cañonera paraguaya. -

En general, el asilo externo, como ya lo expresamos, no presenta tantas -

modalidades ni exigencias, y por ello, es más fácil de atender que el di-

plomático. 

Por el asilo territorial un Estado confiere seguridades en su terri-

torio a un perseguido político, mientras no resuelva la extradicci6n del 

mismo, cuando el Estado requirente así lo exija, dadas determinadas condi 

ciones jurídicas. 

El ejercicio inmediato de la soberanía estatal sobre el territorio -~ 
que, como afirman los tratadistas, os uno de los elementos esenciales dol 

Estado, apoya y justifica el asilo externo. 

Pocos conceptos tan debatidos, tan polémieos, cual sostiene Jellinek, 

como la soberanía. Sobre ésta abundan aclaraciones y puntos de vista. Po-

destá Aoosta -"Manual de Derecho Internacional Público- aclara: "El Esta-

do soberano es el que, tanto del punto de vista dol derecho interno como 

del externo, dispone do las atribuciones para regir la comunidad política 

que constituye. "Por su parte Jellinek en su "Teoría General del Estado" 

concluye en que "poder soberano de un Estado, es, por tanto, aquél que no 

reconoce ningún otro superior a sí; es, por consiguiente, el poder supre-

mo e independiente". Kelson 'afirma que "la soberanía del Estado sie;nifica 

que el orden jurídico estatal es supremo". (Tooría General del Estado, p. 
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142) 

Es muy co.nocida la doctrina de Le6n Duguit en torno al "mito" de la so-

beranía. El famoso profesor de la Universidad de Burdeos condena violenta-

mente dicho mito y pugna por substituir la soberanía por la solidaridad s o 

cial, sin darse cuenta de que, con ello, a la metafísica individualista con 

trapone su metafísica solidarista, con ropaje socio16gico. 

Jellinck ha declarado en la obra citada que "los intentos por eliminar -

del derecho p~blico a la soberanía son antihist6ricos", y la realidad paro-

ce darle la raz6n, pués a despecho de los duguitianos, cada vez que se tra-

ta de apelar a la máxima fuerza, se recurre nacional o internacionalmente a 

la soberanía¡ aún en los términos de las Convenciones Internacionales como 

lo veremos más adelante. 

La controversia entre la soberanía cual noci6n absoluta y el derecho in--

ternacional como conjunto de normas que regulan tal noci6n resulta algo que 

desde luego no podemos tratar en esta tesis. Independientemente de tan pro-

fundo problema es 16gico y natural, y además se cumple en el terreno del D~ 

recho Internacional que un Estado, en ejercicio de su soberanía, confiera -

seguridad a un perseguido polítiCO, salvarguando su vida y su libertad. Así 

el asilo territorial obra el efecto de 'que el asilado se coloque bajo la j~ 

risdicci6n del Estado asilante, en el territorio de éste y con los derechos 

y las obligaciones que emanan de su legislaci6n. 

En ~a1es casos,y que el perseguido ha logrado entra~ al territorio del -

Estado asilante no puede ser entregado al Estado que lo reclama, a menos que 

. se siga el procedimiento legal de extradicción al tratarse de delitos comu-

nes y de extranjeros. Nuestra Constituci6n Política en el inciso II del 
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Art. 153 dice : 

"La extradicción no podrá estipularsE) respec":.o de nacionales en ningún 

caso, oi respecto de extranjeros por delitos politicos, aunque~or conse--

cuencia de éstos resultaren delitos comunes." / 

La extradicción -define Podestá Acosta- "es la entrega de un indivi--

duo por un Estado,la otro Estado, que lo requiere, a fin de someterlo a su 

jurisdicción penal por un delito común de cierta importancia, que es puni-

blc por aquélla." 

Tal concepto ha sido el resultado de una evolución prolongadísima y -

hasta cierto punto radical. Tanto en la Antiguedad como en la Edad Media, .. 
lo mismo que en los primeros siglos de la Epoca Moderna los delincuentes -

p~l!~~cos eran entregado~ cuando un soberan~ Sé los recla~aba ~?t,ro . Los 

acusados por delitos de lesa majestad en aquellos tiempos en que todas las 

monarquías absolutas se ayudaban entre sí, con freouencia eran entregados 

de un gobierno a otro y sometidos a crueles y, a veces, injustos cautive--

rios. 

Todav!a en el siglo XVIII l as monarquías y regimenes absolutistas so-

metían a esas reglas inhumanas a l os delincuentes políticos, sin preocupa! 

se de los reos del orden común. Y fué hasta el siglo XIX, bajo la inflúen-
,-. L.... 

cia de la Ilustración y de las ideas liberales, que cambio ese estado de -

cosas, siendo entonces l?p",ohib..icl a lo n~radicción tratándose de reos políti 
'!les .---

c~~dmiti~ para 10s=dplinCMQnt §§mdel órden CQ~~. 

Poco a poco los diversos Estados fueron estableciendo Tratados de ex-

tradicción entre sí, y la doctrina contribuyó a fijar cuales eran los re-

quisitos necesarios para la entrega de los delincuentes comunes. 
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10.- Que 01 delito sea común y no político. 

Tal requisito obedece, entre otras razones, a la reflexi6n de que _ .. 

esos delincuentes no ofrecen peligrosidad fuera de su país, fuera de su -

medio social, io cual no deja de ser muy relativo. Sin embargo, hay uni-­

formidad en el derecho moderno con respecto a esa norma, aunque a nuestro 

juicio dos cansa en las razones que ya expusimos y .no en esa peligrosidad 

que varía con la latitud geográfica . Por eso, muchas legislaciones han - ­

ido introduciendo modalidades a los llamados delitos políticos, pudiendo 

citar a manera de ejemplo, la Itcláusula de atentado", que introdujo la l~ 

gislaci6n de Bélgica, a consecuencia de un complot en contra de la perso­

na de Napole6n III, según la cual el delito en contra de la vida de un Je 

fe de Estado o de sus más próximos familiares no puede considerarse deli­

to político, sino común. 

20.- Que el delito sea de cierta importancia. 

Este requisito está dictado por la práctic'a, ya que el delito que se 

persigue debe revestir alguna gravedad, porque de lo contrario sería absur 

do poner en movimiento el aparato de la extradicci6n, que siempre sale cos 

toso, para infracciones insignificantes. 

30.- Que proceda la acci6n penal del caso. 

Este requisito implica que haya de v~rdad acci6n penal, es decir, que 

dicha acci6n no haya prescrito como tampoco la pena cuando se trate de un 

delincuente ya juzgado, pues en ambos casos el procedimiento resultaría -

superfluo. 

40.- Que el delincuente no sea de la nacionalidad del Estado requerido.­

Ya hablamos de este extremo citando para ello el inc. II del Art.153 
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de nuestra Constituci6n Política, el cual sigue los lineamientos imperan-' 

tes en la materia, pues la mayoría de 106 Estados se niega a conceder la 

extradicci6n tratándose de sus nacionales. l o que no obsta para que éstos 

sean juzgados cuando el caso lo amerite conforme a las leyes de su país -

originario. Al contrario, algunos Estados,como Estados Unidos o Inglate-­

rra permiten la extradicci6n de sus nacionales siempre que haya Tratado y 

se llenen determinadas condiciones. 

50.- Que haya Tratado o Convenci6n sobre el particular. 

Este último requisito sirve eficazmente para llenar las exigencias -

de la demanda, que debe hacerse por vía diplomática, lo mismo que para -­

cumplir con lo pertinente en cuanto al fondo de la extradicci6n, la cual 

nunca podrá formularse dos veces por el mismo delito. 

Es oportuno transcribir los artículos IV y XI de la Convenci6n sobre 

Asilo Territorial suscrita en Caracas por los países americanos, con la -

reserva expresa de los Estados Unidos de América, el 28 de marzo de 1954, 

porque esas disposiciones revelan el criterio moderno respecto a dicha ma 

teria y también porque son de especial interés en el análisis de casos 

concretos que se han discutido con amplitud. 

Art. IV.- La extradicci6n no es procedente cuando se trata de perso­

nas que, con arreglo a la calificaci6n del Estado requerido, sean perse-­

guidos por delitos políticos, o por delitos comunes cometidos con fines -

políticos, ni cuando la extradicci6n se solicita obedeciendo a m6vi--

les predominantemente políticos. 

Art. XI.- En todos los casos en que la introducci6n de una reclama-­

ci6n o de un requerimiento sea procedente conforme a este convenio, la --
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apreciación de la prueba presentada por el Estado requirente dependerá -~ 

del criterio del Estado requerido. 

Volveremos sobre estos dos artículos de la Convención de Caracas al 

analizar problemas concretos sobre asilo territorial. 

Un valioso antecedente del articulado que se aprobó en la Convención 

de Caracas está contenido en el Tratado de Montevideo de 1889, que se re-

visó en 1939, y se completó en 1941. Se dedican los Arts. 11 y 16 de tal 

instrumento a determinar la condición de los refugiados políticos de cual 

quiera de los Estados contratantes en el territorio del otro. Ese tratado 

constituyo, sin duda, un paso adelante en la reglamentación de dicha mate 

ria. En tórminos generales sus disposiciones son las siguientes: 

La califioación de la causa quo motiva el asilo corresponde al Esta-

do asilante; los políticos refugiados en territorio extranjero no pueden 

conspirar contra el Estado de su procedencia, ni crear juntas llamadas a 

promover o fomentar perturbaciones del'órden, bajo la sanción de perder 

01 beneficio otorgado, pero sin que el Estado asilante tenga el derecho 

de devolverlos a su país de origen; por pedimento del Estado interesado -

debe el asilante proceder a la vigilancia y aún a la internación de los -

asilados políticos, hasta una distancia prudencial de sus fronteras con -

el Estado requirente; los ' gastos de dicha internación corren por cuenta -

del Estado requirente; los refugiados tienen obligación de avisar al Est~ 

do asilanto si resuelven abandonar su territorio; y la salida de éstos no 

puede autorizarse si los refugiados so dirigen al Estado de su proceden--

cia sin preVio aviso a las autoridades. 

Esos artículos constituyen valiosos antecedentes Artículos I, III, ~ 
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IV, VIII, IX, X, Y XI de la Convención de Caracas sobre asilo territorial, 

aun cuando en ésta se hicieron numerosos progresos y perfeccionamientos. -

También resultan importantos en relación con el Proyecto de Convención so-

bre Extradicción que ha sido preparado por el Comité Jurídioo Interameric~ 

no, cumpliendo así con la Resolución CVII de la Décima Conferencia Intera-

mericana de Caracas. 

De acuerdo con lo anteriormente expresado la íntima relaci6n del Asi-

lo territorial con la soberanía del Estado fué puesta de relieve desdo el 

inicio de las deliberaciones que, en Caracas, se ocuparon de dicha materia. 

Al ser sometido el "Proyecto de Convenci6n sobre Régimen de .Exilados, 

Asilados y Refugiados Políticos" al c6nclave internacional reunido en la -

capit~l de Venezuela, y. luego que el representante de El Salvador propuso 

que se simplificara el título de mérito, diciendo sencillamente "Convenio 

sobre Asilo territorial", lo cual fu6 aprobado, se di6 lectura al Art. lo. 

Este comenzaba así: "Todo Estado tiene derecho a admitir dentro de su 

territorio, etc." y entonces el representante del Ecuador, subrayando esa 

relaci6n que apuntábamos, sugirió que se intercalara" en ejercicio de su -

soberanía" precisamente después de la palabra derecho. 

Tal sugerencia fué aprobada y, con ella, quedó expresamente aclarado 

el carácter "soberano" del asilo territorial. Pero el asilo en su forma te 

rritorial, pese a que se hab!a reconocido su _fundamento en la soberanía ----- - - ---. ----
del Estado asilante,no puede ni debe quedar al mero arbitrio de ésta como 

bien lo expreso el delegado salvadoreño al discutirse en la sub-comisi6n -

respectiva y en la Comisión Primera el Art. 111 de la Convenci6n que, des-

graciadamente, fué aprobado en su redacci6n original, circunstancia que, -
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desde luego, no quita mérito al alegato del representante salvadoreño en 

la Subcomisión, reiterado en la Comisión Primera, 

El artículo decía así: I!Ningún Estado está obligado a entregar a - I 
otro Estado o a expulsar de su territorio a personas perseguidas por moti 

vos o doli tos ?olíticos." J 

Vale la pena transcribir lo declarado en lá Comisión citada por el 

Delegado Salv~doreño: "Al quedar aprobado por la Primera Comisión el tex-

to del Proyecto de "Convención sobre Asilo TerritorialU la Delegaci6n de 

El Salvador desea dejar constancia de que, en lo general, ese proyecto s~ 

tisface el pensamiento y los anholos que ella sustentó constantemente en . 

los debates de la Subcomisión general sobre Gse tema. 

Reitera, sin ombargo, la declaración que ya hizo on la Subcomisión -

general, ,respecto de la forma en que está redactado 01 Art. 111 Ningún Es 

,!ado está obligado a entregar a ·otro o a expulsar de su territorio a pe,!: 

sonas perpeguidas por motivos o delitos políticos." 

A juicio de la Delügación salvadoreña eso párrafo en lo que concier 

ne a la entrega de los perseguidos políticos, ha debido redactarse en for 

ma prohibitiva3 por ejemplo así: "Ningún Estado podrá entregar a otro a 

personas persegUidas por motivos o dolitos políticos, ni estará ob1igad~ 

a expulsarlas do su propio territorio. u Esta f6rmula u otra semejante se-

ría · conforme con las constituciones de nuestros países y garantizaría pIE 

namente los derechos del ~~~ado. El texto del proyecto, tal como. ha sido _ ..... -.-

aprobado, por la Comisión, deja en libertad a los gobiernos para que pue-

dan entregar o no entregar a los perseguidos polítiCOS, a menos que la CE 

trega se solicite por vfa do extradicci6n. O en otras palabras: si se si-
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guen l os trámites y formalidades de la extradicción. ésta no procede cu~ 

do se trata de perseguidos políticos; si no se sieuon dichos trámites y ~ 

formalidades, si sólo s o pide la entrega material de una persona, sin la 

intervencióri diplómatica y judicial que la oxtradicción exige. entonces -

bien puede entregarse a un perseguido político. Esta es la tesis que la -

Delegación salvadoreña ha objetado en l a Subcomisión General de Primera -

Comisión y en ésta última. ti (Relaciones Exteriores, Informe Anual, perío­

do 1953-1954, págs. 192 y 193) . 

El texto de la "CONVENCION SOBRE ASILO TERRITORIALtI de Caracas es el 

siguiente: 

Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Organización de los Esta­

dos Americanos, deseosos de concertar una Convención sobre Asilo Territo--­

rial, han convenido en los siguientes artículos: 

Ar.tículo 1 

Todo Estado tiene derecho, en e jercicio de su soberanía, a admitir -­

dentro de su territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por 

el ejercicio de este derecho ningún otro Estado puede hacer r eclamo alguno. 

Articulo II 

El respeto que según el Derecho Internacional se debo a la jurisdic:.. ·· 

ción de cada Estado sobre los habitantes de su t erritorio se debe igualmeE 

te, sin ninguna restricoión, a la que tiene sobre las personas que ingre-­

san con procedencia tie un Estado en donde sean perseguidas por sus creen-­

cias, opiniones o filiación política o por actos que puedan sor considera­

dos como delitos polítiCOS. 

Cualquier violación de soberanía consistente en actos de un Gobierno' 
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o de sus agentes contra la vida o la seguridad de una persona, ejecutados 

en el territorio de otro Estado, no puede considerarse atenuada por el h~ 

cho de que la persecusi6n haya empozado fuera de sus fronteras u obedezca 

a m6viles políticos o razones de Estado. 

Artículo III 
.. 

Ningún Estado está obligado a entregar a otro Estado o a expulsar de · 

su territorio a personas perseguidas por motivos o delitos políticos. 

Artículo IV 

La extradicci6n no es procedente cuando se trate de personas que, --

con arreglo a la calificaei6n del Estado requerido, sean perseguidas por 

delitos políticos o por delitos comunes cometidos con fines políticos, ni 

cuando la extradicci6n se solicita obedeciendo a m6viles predominantemon-

te políticos. 

Artículo V. 

El hecho de que el ingreso de una persona a la jurisdicoi6n territo-

rial de un Estado se haya realizado subrepticia o irregularmente no afec-

ta las estipulaciones de ésta Convenci6n. 

Artícul,O VI 

Sin perjuiCio de lo dispuesto en los artículos siguientes, ningún E~ 

tado está obligado a establecer en su legislaci6n o en sus disposiciones 

o actos administrativos aplioables a extranjeros, distinci6n alguna moti-

vada por el sólo hecho de que se trata de asilados o re~giados políticos. 

Artículo VII 

La l~bertad de expreSión del pensamiento que el derecho interno reco 

noce a todos los habitantes de un Estado no puede ser motivo de reclama--

BiBLIOTECA CENTRAL 
UNIVERS·IOAO DE EL SALVADOR 
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ción por otro Estado basándose en conceptos que contra éste o su gobierno 

~- expresen p~blicamente los asiladós o refugiados, salvo el caso de que 

esos conceptos constituyan propaganda sistemática por medio de la cual se 

incite al empleo de la fuerza o de la violencia contra el gobierno del Es 

tedo reclamante. 

Artículo VIII 

Ningún Estado tiene el derocho de pedir a otro Estado que coarte a -

los asilados o refugiados pDlíticos, la libertad de reunión o asociación 

que la legislaci6n interna de éste reconoce a todos los extranjeros den-­

tro de su territorio, a menos que tales reuniones oasociaciones tengan 

por objeto promover el empleo de la fuerza o de la violencia contra el gE 

bierno del Estado solicitante. 

Artículo IX 

A requerimiento del Estado interesado, el que ha concedido el refu-­

gio o asilo procederá a la vigilancia o a la internación hasta una distan 

cia prudencial de sus fronteras, de aquellos refugiados o asilados políti 

cos que fueren notoriamente dirigentes de un movimiento subversivo, así -

. 'como de aquellos de quienes haya pruebas de que se dispcnen n incorporar­

so, a 61. -

La determinación de la distancia prudencial de las fronteras para -­

los efectos de la internación dependerá del criterio de las autoridades -

del Estado requerido. 

Los gastos de toda índole que demande la internación de asilados o -

refugiados políticos serán por cuenta del Estado que lo solicite • 

.. ~ 
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Artículo X 

Los internados políticos a que se refiere el artículo anterior darán 

aviso al gobierno del Estado en que se encuentran, siempre que resuelvan 

salir del territorio. La salida les será concedida bajo la condición de -

que no se dirigirán al país de su procedencia y dando aviso al gobierno -

interesado. 

Artículo XI 

En todos los casos en que la introducción de una reclamaci6n o de un 

requerimiento sea procedente conforme a éste convenio, la aprcciaci6n de 

la prueba presentada por el Estado requirente dependorá del criterio del 

Estado requerido. 

Artículo XII 

La presente Convención queda abierta a la firma de los Estados .•. 

RESERVAS 

GUATEMALA: Hacemos reserva expresa del artículo 111 (tercero) en lo 

que se refiere a la entrega de personas perseguidas por motivos o delitos 

políticos, por que acordemente con las disposiciones de su Constitución -

política, sostiene que dicha entrega de perseguidos políticos, jamás pue­

de efectuarse . Dejamos constancia, por otra parto, qUEl Elntionde el térmi­

no "internación" contenido en el artículo IX como simple¡ alejamiento de -

las fronteras. 

REPUBLICA DOMINICANA: La Delegación de la República Dominicana suscri 

be la Convenci6n sobre Asilo Territorial con las siguientes r eservas: Ar­

tículo 1.- La República Dominicana acepta el principio gen8ral consagrado 

en dicho artículo en el sentido de que "todo Estado tiene derecho a admi-
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tir dentro de su territorio a las personas que juzgue conveniente" pepo no 

renunoia al derecho de efectuar las representaciones diplomáticas qua por 

consideraciones de seguridad nacional estime conveniente hacer ante otro -. 

Estado, Artículo 2.- Acepta el segundo párrafo de este artículo en el scn-

tido de que el mismo no afecta las prescripciones de la policía de fronte-

ras . Artículo 3 . - La República 'Dominicana no r enuncia al derecho de rccu .. -

rrir a los procedimientos de arreglo pacífioo de las controversias interna 

cionales que pudieran surgir de la práctica del asilo territorial. 

MEXICO: La delegación de México hace r eserva expresa de los artículos 

IX Y X de la Convención s obre Asilo Territorial, por que son contrarios a 

las garantías individuales de que gozan todos los habitantes de la Repúbll 

ca de acuerdo oon la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

PERU: La delegación del Perú hace reserva al texto del artículo VII de 

la Convención sobre Asilo Territorial, en cuanto discrepa del artículo 6 -. 

del proyecto del Consejo Interamericano de Jurisconsultos con el oual con--

cuerda la delegación. 

HONDURAS: La Delegaci6n de Honduras suscribe la Convenci6n sobre Asilo 

Territorial con las r eservas del caso respecto a los artículos que so opoE 

gan a la COnstituci6n y a las leyes vigentes de la República de Honduras. 

ARGENTINA: La delegaci6n de Argentina ha votado favorablemente la Con-

venci6n sobre Asilo Territorial, pero f~~mula reserva expresa respecto al -, 
. " 

artículo VII por entender que el mismb no consulta debidamente ni resuelve 

satisfactoriamente el problema que origina el ejercicio por parte de los --

asilados políticos, del derecho de libre :expresi6n pensamiento. 
¡ 

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarlos , infr.ascritos presentados sus --
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plenos poder es qua han sido hallados en bueha y debida f orma firman la pre 

s ente Convenci6n en nomb~e de sus r espectivos Gobiernos en la ciudad de Ca­

racas el día veintiocho de marzo dG mil novecientos cincuenta y cuatro. 
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Uno de l os casos de asilo territorial que más resonancia alcanzaron 

en los últimos afios, sobre t odo por la nutrida publicidad de que fué obj~ 

t o, se presentó cuando el gobierno de Guatemala solicitó la extradicción 

de Jaime Rosembcr g y Rogolio Cruz Wer al gobierno de México . 

A pesar de que en 01 asunto figuraban muchas personas fué contra ___ o 

esos dos ex-funcionarios. Rosembcrg Rivera .. ex--jefe de la policía judi--­

cial y Cruz Wer. ex-jefe de la Guardia civil durante el régimen del Prosi 

dente Jacobo Arbenz Guzmán~ quo s e enderezó la demanda del gobierno guat~ 

mal toco solicitando la extradicción de ambos indiciados, lo mismo que su 

detención provisional, por hacérselos responsables de crímenes que constl 

tuían delitos comunes y no políticos. Desde luego Rosemberg cayó bajo de­

tención provisional, extremo que no s e lograra con respecto a Cruz Wer .. -

ya que éste pudo ampararse .. oportunísimamente , contra tal medida. 

El Qobierno de Guatemala s o contrajo al f ondo de su demanda, plan--­

toando la procedencia de la misma, de acuerdo con lo prescrito en la Con­

vención de Extradicción mexicano-guatemalteca; y así dicho gobierno afir­

mó que "en tal r esolución no podría s er motivo de estudio, la culpabili-­

dad o inocencia de los susodichos Ros emberg y Wer .. l o cual compete obvia­

mente a las autoridades judiciales del Estado r equirente ." 

Pese a que tres tribunales guatemaltecos habían dictado órdenes de -

aprehensión en contra de ambos indiciados por los delitos comunes de ase­

sinato .. genocidio y homicidio, la acción se hizo valer s ól o en relación -

con este último, en virtud de que las l eyes me-xicanas no r egistraban l os 

otros dos delitos. 

El gobierno de Guatemala sostuvo que la Convención para la Extradic-



·-27-

ción de criminales de 1894 era +a que debería aplicarse y no la l ey mexic~ 

na de Extradicción promulgada el 19 de mayo de 1897, alegando que ésta no 

r egía más que a falta de Convención o Tratado . 

También e.xpresó el gobierno guatemalteco que su demanda cumplía con -

t odos los requisitos f ormales y de fondo prescritos en la citada Conven- -­

ción de .1894; además, ac ompañó l as r espectivas órdenes de captura dictadas 

por los tribunales guatemaltecos en contra de Rosemborg y Cruz Wcr, las co 

pias literales 'de l os artículos aplicables al caso de autos, las actas de 

defunción de los ofendidos y las auto¡;:aias de l os cadáveres, 10 mismo que 

las actas de . inspección, r econocimientos y demás constancias procesales -­

comprobatorias tanto del cuerpo del delito como de la delincuencia de l os 

referidos procesados. 

Igualmente el gobierno de Guatemala invocaba el Art. 20 . de la Conven­

ción citada, el cual se refiere al delito de homicidio, imputable a Rosem­

berg y Cruz Wer, mismo que s e encuentra tipificado, al par, en la legisla­

ción mexicana y en la guatemalteca. 

De t odo ello infería el alegato guatemalteco que relatamos que los 

multicitados indiciados han incurrido en responsabilidad por el delito de 

homicidio, que es de orden común y no polítiCO, concluyendo en que la única 

finalidad .persegaida por la s olicitud de extradicción formulada ante el g~ 

bierno de l os Estados Unidos Mexicanos era la de responder a l clamor y sed 

de justicia que en us o de sus legítimos derechos tienen solicitados los fa 

miliares de las víctimas. 

Mediaba en el caso la circunstancia de que , al internarse Jaime Rosem 

berg Rivera y Rogelio Cruz Wer en territori o mexicano, la Secretaría de Go 
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bernación les reconoció, en forma provisional, la calidad migratoria de -

asilados políticos, ante la cual el gobierno de Guatemala alegaba que di-

cha calificación no era en modo alguno suficionte para tener a ambos indi 

ciados en la categoría de asilados políticos reiterando así la demanda de 

extradicción como procedente. 

Despuós de múltiples alternativas que fueron, en su oportunidad, am-

pliamente divulgadas por la prensa mexicana e internacional, el gobierno 

de México, se negó a, conceder la extradicción que le solicitara el de Gua 

temala, precisamente por considerar que las infracciones que se imputaban 

a los indiciados eran de carácter político, cuando el primer requisito --

que se exige en materia do extradicción es que los delitos por los cuales 

se pide sean de orden común. 

Al respecto y luego de detenido ostudio por parte do las autoridades 

mexicanas se invocó" entre otros argumentos logales, el Art. IV de la Co~ 

vención de Asilo Territorial ouscrita en Caracas tanto por Guatemala como 

por México, según el cual la extradicción no es procedente cuando se tra-

te de personas que con arreglo a la calificaoión del Estado requerido, 

sean perseguidos por delitos políticos o por delitos comunes cometidos 

con fines políticos, ni cuando la extradioción se solicite obedeciendo a 

móviles predomina~temente políticos. 

Fuó tenida en cuenta, además, la calidad de ambos indiciados, Rosem-

berg como jefe de la policía judicial y Cruz Wer como jefe de la Guardia 

civil para reconocer que los delitos de orden común que se les atrlbuye-­
r 

ron en la demanda de oxtradicci6n se conectaban íntimamente con delitos -

políticos o motivos políticos. 
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Así lleg6 a su término el sonado caso de asilo territorial acompañado 

de una negativa a - la extradicción solicitada," restando únicamente, por vía 

de ilustración transcribir el Art. 80. de la Convención de Extradicción m~ 
~ 

xicano-gu-atemalteca de 1894, el cual es de mucho interés, tanto por su pa-

pel en el caso referido como por su alcance jurídico: liNo se entregará al 

delincuente pr6fugo, ~i el delito con motivo del cual se pide su entrega -

es de carácter político, o si el, Presidente de la Nación donde aquel se en 

cuenta creyere que, ' aunque la extradicci6n se s olicita por un delito común, -~ 

el verdadero- objeto es castigar delitos políticos; en tal caso el Presiden 

te no estará obligado a exponer las razones de su negativa. tI 

A fin de que se calibre de mejor manera cuáles eran los delitos y, por 

ello, la procedencia o improcedencia del asilo en el caso de los dos ex-fun 

cionarios guatemaltecos aludidos, vamos a señalar las principales acusacio 

nes que se esgrimieron en su contra. 

A Jaime Rosemberg Rivera y Rogelio Cruz Wer se les imputó el delito -

de homicidio, en calidad de autores, en concordáncia con el Art. 20. de la 

Convención ya citada y con la ley de Guatemala sobre materia penal, pero -

también se inculpaba a los referidos indiciados de otros delitos tanto o -

más graves, como el incendio, el robo, las mutilaciones seguidas de' muer--

te, las torturas y otras infracciones reveladoras de peligrosidad muy acen 

tuada. 

El ambiente de persecusión en contra de los que conspiraban por derr1 

bar el rógimen de Arbenz foment6 las condiciones para que se perpetuaran -

los mencionados delitos, según alegara el gobierno de Guatemala ya bajo -

el mando de Castillo Armas. 
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\ que -La detenci6n de los hermanos Edgar y Mario Quiñ6nez, a raíz de 

estallaran unos cartuchos de dinamita en Amatitlán constituyendo ese acto, 

de acuerdo con las autoridades arbenzistas, manifiesta rebeli6n y sabotaje, 

fUG el primer acto de una serie de torturas en las celdas de la guardia ci-

'0'11. Tal extremo se comprob6 porquü los familiares de los hermanos Quiñónez 

pudieron darse cuenta personalmente de las huellas dejadas por esas tortu--

ras, en virtud de que consiguieron recursos de exhibición personal en favor 

de los referidos reos. 

Horacio C6rdova, periodista do marcada oposición al régimen arbencista 

rué también detenido en el propio corazón de la capital guatemalteca y 110-

vado a la guardia civil,donde personalmente Cruz Wcr orden6 su tortur~. El 

citado periodista rué a~andonado en la frontera méxico-guatemalteca para 

evitar que continuara censurando, por la prensa, al régimen de Arbenz. 

Lj(deres de los trabajadores como Osear Luna Campo J detenido por agen- -

tes de Cruz Wer en mayo de 1954, fueron muertos y sus cadáveres abandona---

dos; tratándose de Luna Campo el cadáver s e encontr6, días después, en el -

lago dü Amatitlán. 

El periodista Cattousse fué detenido en junio de 1954 por 6rdenes de -

Rosembürg y conducido al cuartel de la Policía Judicial en donde lo interro 

g6 el propio Rosemberg y luego, ante su resistencia a declarar, fué tortura 

do y herido de bala en una pierna, corno pudo comprobarse al salir libre de~ 

pués del encarcelamiento en una celda donde careci6 de las más elementales 

condici.ones higiénicas. 

El administrador del cementerio de Santa María Cauqué, Quintanilla R., 

declaré; que en junio de 1954 fueron exhumados 13 cadáveres sin identifica--
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Logación do Inglaterra, en Persia -hasta el trágico fin del Presidente Bal 

maceda quien se suicidó en la representaci6n diplomática argentina en San-

tiago de Chile, pasando por incidencias críticas como el dilatado asunto -

do Haya de la Torre. 

En 01 asilo diplomático so invoca 01 principio de extraterri toriali--· 

dad, sef,riín el cual los perseguidos de referencia quedan "fuera" del terri-

torio del Estado que los requiere, y bajo la Jurisdicción del Estado asi--

lante. 

La extraterritorialidad ha sido muy discutida, sobre todo por los ab~ 

sos a que diera lugar, al grado que muchos internacionalistas la condenan 

categóricamente, pues "ya no responde a la realidad de las cosas." En sí -

misma es una petición de principio, desde el momento que no explica por - -

qué el diplomático debe considerarse fuera del territorio en que desempeña 

sus funciones. Es una doctrina perjudicial, porque admitido el principio -

deben admitirse sus consecuencias que conducen a privilegios exhorQitantes. 

(-Daniel Antok01otz "Tratado Téorico y P:ractico de Derecho Diplomático y --

Consular" p. 310). 

Por- lo anterior, muchos autores en vez del principio de extraterrito--

rialidad, profieren hablar del de "inmunidad de jurisdicción", pues embaja-

das, legaciones, residencias, navíos de guerra, campamentos o aereonaves mi 

litares, lo mismo que diplomátiCOS y personal s e hallan en el territorio 

del otro -Estado y sólo para ciertos aspectos y actividades - como la del 

asilo, por ejemplo - quedan substraídos a la jurisdicción del Estado terri-

torial. De allí que Sánchez de Bustamante llame a los locales que ocupan --
- - ---- . ---- ~- - --------'0 

las representaciones diplomáticas territorio "ficticio", en contraposición 
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a las otras clases de territorio que sí son reales. 

Independientemente de talos argumentos la extraterritorialidad se si-

gue alegando y consta aún en Convenciones y Tratados internacionales, por 

más que los autores sostengan que "ya no responde a la realidad de las co-

sas ll
, pues tratándoso del asilo diplomútico, la jurisdicción del Estado 

asilante no desplaza por completo a la del Estado territorial sino que, 

por vía de excepción y ~o?for~e_ ~ la práctica consuetudinaria, y a los tra ---- .. ----_.~----_._-

tados y convenciones vigentes, la jurisdicción del Estado territorial que-

da inhibida para actuar en esas circunstancias, perfectamente definidas. -

En la esfera no comprendida dentro de osa inmunidad de jurisdicci6n, t odo 

se sujeta a la jurisdicción del Estado Territorial, que hace valer su Car-

ta Magna, leyes, reglamentos y demás disposiciones de carácter interno. 

Según las normas internacionales que rigen el asilo diplomático, cuan 

do un Jefe de Misi6n ~o otorga a una persona perseguida por motivos o deli 

tos políticos sin que medie tratado o convención, las seguridades que está 

en condiciones de ofrecer descansan en la mera cortesía internacional. En .------_.-.- ...-.,....,.- -~ 

los casos en que el asilo diplomático surge con apoyo en el derecho coneu~ 

tudinario; el Estado asilapte apela a las prácticas diplomáticas, las cua-

les deben ser respetadas por e l Estado t erritorial, so pena do incurrir en 

la censura y desprestigio . Y, finalmente , en los casos en que hay tratados 

o convenciones son éstos los que deciden las situaciones que pueden prese~ 

tarse. 

Ya expresamos como en Europa fué disminuyendo paulatinamente la apli-

caci6n del asilo diplomático, debido al abuso que de 61 hicieran muchos J~ 

fes de Misi6n, de tal manera que numerosos autores decidieron otorgar al -
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asilo carácter moral y no jurídico, en abierta discrepancia con el pujan-

te desarrollo de dicha instituci6n en nuestra América, en donde el dere--

cho internacional positivo ha ido registrando las normas aplicables para 

ofrecer las mayores seguridades a l os perseguidos políticos. 

Múltiples problemas al respecto se plantearon en España cuando la --

Guerra Civil, ya que numerosos perseguidos por delitos políticos buscaron 

y encontraron refugio y protecci6n en las representaciones diplomáticas -

acreditadas ante el gobierno de Madrid en tal época. y la evacuaci6n de -

tales asilados presentó serios obstáculos, llegando el asunto hasta la So 

ciedad de las Naciones, la cual se neGó a pronunciarse sobre la respecti ·-

va demanda Y. además, expres6 su deseo de que el problema fuera resuleto 

mediante arreglo directos. Sin embargo el propio gobierno español. recon-

siderando su actitud, permiti6 la salida de los refugiados en menci6n, y 

así tal experiencia vino a demostrar la vigencia del asilo y su importan-

ciajurídica y humana, aún en el viejo continente . I}! ;.~/ .,:, :.;. " . 
; .. .. 

. i_ 
;) ~ .. 

Como ·l o hemos manifestado e l proceso evolutivo del asilo diplomáti-

co fué, en Europa, del exagerado alcance hasta la más absoluta nogación.-

Las repres.entaciones diplomáticas gozaron de tantos privilegios e inmuni-

dades que ya no fué posible seguírselos concediendo sin afectar seriamen-

te la propia soberanía estatal, y en ese s entido son clásicas, entre otros 

e j emplos, las reales cédulas que emitía Carlos V de Alemania y 1 de España, 

por medio do las que ordenaba que las casas de sus Enviados sirvieran de -

asilo inviolable, asimilándolas a los tempos y prohibiendo violarlas bajo 

ningÚ'n pretexto. 

El abuso del derecho de asilo traj o en los países europeos un despres-
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con motivo del asilo otorgado por sus representantes en Lima dijo que: " . 

el Derecho de Asilo está demasiado conforme con los sentimientos de humani 

dad para que Francia consintiera en abdicarlo." 

El Tratado do Derecho Penal do Montevideo fué ratificado por Argentina, 

Bolivia, Paraguay, Perú y Uruguay; Brasil y Chile lo firmaron poro no lo r~ 

tificaron por motivos que más adelante explicaremos. Dicho Tratado, en su 

Art. 17, dice: 

"El reo.· de delitos comunes que s e asilase en una legaci6n deberá ser 

entregado por el Jefe de ella a las autoridades locales, previa gesti6n --

del Ministerio d~ ,Relaciones Exteriores, cuando no l o efectuase espontáne~ 

mente. Dicho asilo será respetado con relaci6n a los persegUidos políticos; 

pero el Jefe de ·la Legaci6n estará obligado a poner inmediatamente el he--

cho en conocimiento del Gobierno del Estado ante el cual está acreditado, 

quien podrá exigir que el perseguido sea puesto fuera del territori o nacio 

nal dentro del más breve plazo posible. El Jefe de la Legaci6n podrá exi--

gir, a su vez, las garantías necesarias para que el refugiado salga del te 

rritorio nacional, respetándose la inviolabilidad de su persona." 

Chile suscribi6 pero no ratific6 dicho instrumento internacional, ya --------- . que, según sus "Instrucciones" de 26 de noviembre de 1935, acepta el asilo ----.­
diplomático Siempre que se invoque por causas políticas, pero no como un -

derecho, sino, simple y sencillamente, como un recurso que puede ser acon-
_.-~~ 

sejable por raz'ones humanitarias. Los delincuentes comunes deben ser entre 

gados tan pronto lo requiere el gobierno local. La calificaci6n del delito 

corresponde al Estado asilante. El asilo, por su caráctor humanitario, no 

puede quedar sujeto a reciprocidad. Se aconseja al diplomático chileno ~a 
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mayor cautela en el asilo, lo mismo que extrema circunspección, debiendo'" 

dar aviso telegráfico al Ministerio en Santiago y conceder, mientras tan-

to, el refugJ.9 __ prov~s:i,.,2nal hasta recibir instrucciones. 

En esas "Instrucciones" se advierten las discrepancias del gobierno 

chileno con la línea seguida por las demás naciones en la referida mate--

lo.-El asilo no es un ,derecho, ni un deber, sino sólo un recurso.-20. 

El asilo tiene carácter humanitario, no jurídiCO, y por tanto, no está su 

jeto a reciprocidad.- 30. El asilo debe concederse con extrema cautela y 

circunspección, únicamente en casos de urgencia, es decir, en una si tua---

ción presente, coetánea, más que anormal, violenta, que manifiestamente -

exponga ,al que lo pide a un peligro efectivo, grave e inminente. 

Las "Instrucciones" glosadas revelan un espíritu de extremada reserva 

ante el asilo, el mismo que, en menor grado, prevalece en el Decreto No. 

24.113 de 12 de abril de 1934, emitido por el Gobierno del Brasil, qUién, 

cual lo anotamos, tampoco ratificó después do haber suscrito el Tratado -

de Montevideo. 

Expresa el mencionado Decreto que en los Estados en que las Conven--

ciones, leyes o us os admiten el asilo de polítiCOS en el edificio de Mi- o. 

siones Diplomáticas, pueden los Jefes de Misión concederlo por el tiempo 

estrictamente ne.cesario para que el asilado se ponga por cualquier medio 

en seguridad. ' Inmediatamente de concedido el asilo, el Jefe de Misión lo 

comunica al Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado en que se en--

cucntre, y, tratándose de extranjeros, al representante diplomático del -

Estado del que sea nacional el asilado. Los funcionarios diplomáticos bra 
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mayor cautela en el asilo, lo mismo que extrema circunspecci6n, debiendo'" 

dar aviso telegráfico al Ministerio en Santiago y conceder, mientras tan-

to. el refugio provisional hasta recibir instrucciones. 

En esas "Instrucciones" se advierten las discrepancias del gobierno 

chileno con la línea seguida por las demás naciones en la referida mate--

ria: 

lo.-El asilo no es un derecho, ni un deber, sino s610 un reQurso.-2o. 

El asilo tiene carácter humanitario, no jurídiCO, y por tanto. no está su 

jeto a reciprocidad.- 30. El asilo debe concederse con extrema cautela y 

circunspección, únicamente en casos de urgencia, os decir, en una si tua--· 

ción presente, coetánea, más que anormal, violenta, que manifiestamente -

exponga al que' lo pide a un peligro efectivo, grave e inminente. 

Las "Instrucciones" glosadas revelan un espíritu de extremada reserva 

ante el asilo, el mismo que, en menor grado, prevalece on el Docreto No. 

24.113 do 12 de abril de 1934, emitido por el Gobiorno del Brasil, qui6n, 

cual lo anotamos, tampoco ratificó después de haber suscrito el Tratado -

de Montovideo. 

Expresa el mencionado Decreto que en los Estados en que las Conven--

cionos, leyos o usos admiten el asilo de políticos en el edificio de Mi--· 

siones Diplomáticas, pueden los Jefos do Misión concedorl~ por el tiempo 

estrictamente necesario para quo 01 asilado so ponga por cU~lquier medio 

en seguridad. Inmodiatamente de concedido el asilo, el Jofe de Misión lo 

comunica al Ministerio do Relaciones Exteriores del Estado on que se en--

cuentre, y, tratándose de extranjeros, al representante diplomátic9 del -
". 

Estado del que soa nacional el asilado. Los funcionarios diplomático9 bra 
\ -
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:}ileños no pueden ofrecer el asilo ni conducir a la sede de la Misi6n a -

los que pretenden asilarse. 

En ese Decreto hay también ciorta prevonci6n contra el derecho de asi 

lo y su forma y contenido indican que se atendi6 más a prescribir normas -

prácticas a los representantes diplomáticos referidos para que las cumplan, 

que a las garantías do que debe gozar el asilado, consideraci6n que tam--­

bién pudiéramos hacer con 'respecto a las "Instrucciones" chilenas. 

Continúa el dGsarrollo internacional del asilo en los trabajos de la 

Reuni6n de Río Jaineiro-1927- con el Proyecto No. 10 que consta de 9 arti 

culos, pero fué en la Sexta Conferencia Internacional Americana, celebrada 

en la Habana, cuyas deliberaciones comenzaron el 16 de enero de 1928 para 

terminar el 20 de febrero del mismo año, donde 01 derecho de asilo fué re­

glamentado ya con especial detalle. 

En la Conferencia de la Habana participaron Perú, Uruguay, Panamá, 

Ecuador, Guatemala, ,Nicaragua, Bolivia, Venezuela, Colombia, Honduras, C0E. 

ta Rica, Chile, Brasil, Argentina, Paraguay, Haití, República Dominicana, 

Estados Unidos, Cuba, México y El Salvador. Fueron nuestros delogados los 

Dres. Gustavo Guerrero, Hóctor David Castro y Eduardo Alvarez, siendo OPO! 

tuno recordar que en dicha Conferencia el Dr. Guerrero sostuvo, para glo-­

ria de nuestra Patria y del continente, la tesis de la no-intervenci6n. 

La Convenci6n sobre Asilo aprobada en dicha conferencia contiene los 

artículos siguientes: 

Artículo I 

No es lícito a los Estados dar asilo en Legaciones, navíos de guerra, 

campamentos o aereonaves militares, a personas acusadas o condenadas por -
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delitos comunes ni a desertores de tierra y mar. Las personas acusadas o 

condenadas por delitos comunes que se refugiaren en alguno de los lugares 

señalados on el párrafo precedente deberán ser entregadas tan pronto l o -

requiera el gobierno local. (Si dichas personas se refugiaren en t errito-

rio extranjero la entrega se efectuará mediante extradicción y sólo en --

los casos y en la forma que establezcan los respectivos Tratados y Conven 

ciones y la Constitución y leyes del país de refugiO.) 

Artíoulo II 

El asilo de delincuentes políticos en Legaciones, navíos de guerra, 

campamentos 0 aeronaves militares, será respetado en la medida en que co-

mo en derecho o por humanitaria tolerancia, lo admitieron el uso, las con 

venciones o las leyes del país de refugio y de acuerdo con las disp06ici~ 

nes siguientes: 

1.- El asilo no podrá ser concedido sino en casos de urgencia y por -

el tiempo estrictamente indispensable para que el asilado s e ponga de 

otra manera en seguridad. 

2.- El Agente Diplomático jefe de navío de guerra, campamento o aero-

nave miliatar, inmediatamente después de conceder 01 asilo, lo comunicará 

al Ministerio de Relaraciones Exteriores del Estado del asilado, o la au-

t oridad administrativa del lugar si el hecho ocurriera fuera de la capi--

tal. 

3.-El gobierno del Estado podrá exigir que el asilado sea puesto fuera 

del territorio nacional, dentro del más breve plazo posible; y el Agento 

Diplomático del país que hubiera acordado el asilo, podrá a su vez exigir 

las garantías necesarias para que el refugiado salga del país ro~petándo-
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se la inviolabilidad do su persona. 

4.- Los asilados no podrán ser desembarcados en ningún punto del te­

rritorio nacional ni en lugar demasiado próximo a él. 

5.- Mientras dure el asilo, no se permite a los asilados practicar -

actos contrarios a la tranquilidad pública. 

6.-Los Estados no están obligados a pagar los gastos por aquél que -­

concede el asilo. 

Artículo 111 

La presento Convención no afecta los compromisos adquiridos anterio! 

mente por las Partes Contratantes en virtud do acuordos internacionales. 

Artículo IV 

La presente Convención, después de firmada será sometida a las rati­

ficaciones de los Estados signatarios. El Gobierno de Cuba queda encarga­

do do enviar copia~ certificadas auténticas a los gobiernos para el refe­

rido fin de la ratificaci6n. 

El instrumento de ratificaci6n será depositado on los archivos de la 

Uni6n Panamericana en Washington, quien notificará eso depósito a los go­

biernos siGnatarios. Tal notificación valdrá como canje de ratificaciones. 

Esta Convención quedará abiorta a la adhesi6n de los Estados signata­

rios. 

En fe de lo cual los Plenipotenciarios expresados firman la presente 

~ Convenci6n en español, inglés, francés y portugués en la ciudad do la Ha­

bana el día 20 de febrero de mil novecientos veintiocho. 

Esta Convenci6n fuó adoptada y firmada como parte del Acta Final, por 

los delegados de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, 
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Chile, Ecuad0r, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicara-­

gua, Panamá, Paraguay, Perú, Ropt1blica Dominicana, Uruguay y Venezuela. 

RESERVA DE LA DELEGACION DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA. 

Los Estados Unidos de América, al firmarse la presento Convenci6n, -

hacen expresa reserva, haciendo constar que los Estados Unidos no recono­

cen y no firman la llamada doctrina del ASilo, como parte del derecho In­

ternacional. 



-42-

En 1933 se reunieron, en Montevideo -capital de trascendental histo­

ria para el Derecho de Asilo- los Estados signatarios de la Convención de 

Asilo do la Habana, surgida en la Sexta Conferencia Inter-americana. Tal 

institución en el lapso 1928-1933 habia ofrecido diversas interpretacio-­

nes y presentado criterios dispares, lo mismo que casos muy difíciles, -­

por lo que se estimó pertinente que un cónclave internacional contribuye­

ra a salvar tales escollos, sobre todo con respecto a la seguridad de los 

asilados y a las facilidades para que éstos pudieran abandonar el territ~ 

rio naoional y salir al extranjero. Los vacíos notados sobre el particu-­

lar fueron objeto de detenido estudio. Y por todo eso el Préambulo corrc~ 

pondiente reza: "Que los Gobiernos representados _en la Séptima Conferen-­

oia Internacional Americana deseosos de concertar un convenio sobre Asilo 

Político que modifica la Convención suscrita en la Habana# acordaron •••• " 

Artículo 1 

Sustitdyase el artículo 1 de la Convención de la Habana sobre dere-­

cho de Asilo, de 20 de febrero de 1928, por el siguiente: No es lícito a 

los Estados l dar asilo en Legaciones, naves de guerra, campamentos o aereo 

naves miljtares, a los inculpados de delitos comunes, que estuvieren proc~ 

sados en forma, o que hubieran sido condenados por tribunales ordinarios, 

así como tampoco a los desertores de tierra y mar. Las personas menciona-­

das en el párrafo precedente que se refugiaren en alguno de los lugares s~ 

ñalados en él, deberán ser entregadas tan pronto como 10 requiera el gobie~ 

no local. 

Artículo 11 

La· calificación de la delincuencia política corresponde al Estado que 
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presta el asilo. 

Artículo III 

El Asilo Político, por su carácter de instituci6n humanitaria, no es-

tá sujeto a reciprocidad. Todos l os hombres pueden estar bajo su protccci6n 

sea cual fuere su nacionalidad sin perjuicio de las obligaciones que en es-

ta materia tenga contraídas el Estado a que pertenezcanj pero los Estados -

que no reconozcan el asilo político sino con ciertas limitaciones o modali-

dades, no podrán ejercerlo en el extranjero sino en la manera y dentro de -

los límites con que lo hubieren reconocido. 

Artículo IV 

Cuando se solicita el retiro de un Agente Diplomático a causa de las -

discusiones a que hubiere dado lugar un caso de asilo político, el agente -

diplomático deberá ser reemplazado por su gobierno sin que ello pueda deto! 

minar la interrupci6n de las relaciones diplomáticas de los dos Estados. 

Artículo V 

La presente Convenci6n no afecta los compromisos contraídos anterior--

mente por las Altas Partes Contratantes en virtud de acuerdos internaciona-

les. 

Artículo VI 
-

La presente Convenci6n será ratificada por las Altas Partes Contratan--

tes, de acuerdo con sus procedimientos constitucionales. El Ministro de Re-

lacione~ Exteriores de la Repdblica Oriental del Uruguay queda encargado de 

enviar copias certificadas auténticas a los gobiernos para el referido fin. 

Los instrumentos de ratificaci6n serán depositados en los archivos de la --

Uni6n Panamericana en Washington que notificará dicho dep6sito a los gobie! 
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nos signatarios; tal notificación valdrá como canje de ratificaciones.­

Artículo VII 

La presente Convención entrará en vigor entre las Altas Partes con-­

tratantes en el orden en que vayan depositando sus respectivas ratifica-­

ciones. 

Artículo VIII 

La presente Convención regirá indefinidamente pero podrá ser denun-­

ciada mediante aviso anticipado de un año a la Unión Panamericana que la 

transmitirá a los demás gobiernos signatarios. Transcurrido este plazo, -

la Convención cesará en sus efectos para el denunciante quedando subsis-­

tente para las demás Altas Partes Contratantes. 

En fé de lo cual, los Plenipotenciarios que a continuación se indi-­

can, firman y sellan la presente Convención es español, inglés, francés, 

portugués, en la ciudad de Montevideo República Oriental del Uruguay, és­

te vigésimo sexto día del mes de diciembre del año de mil novecientos 

treinta y tres. 

Firmado por los delegados de Argentina, Brasil, Colombia, Cuba, Chi­

le, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, MéXico, Nicaragua, 

Panamá, Paraguay, Perd, República Dominioana y Uruguay. 

No obstante el afán revisionista de la Séptima Conferencia de Monte­

video~ expresado en el Préambulo de la misma, al igual que en su Art. I, 

los intentos no fueron tan completos como era de esperarse. Así lo dcmuos 

tran las consideraciones siguientes: 

A.- Fué necesario recurrir al conocido procedimiento jur1dico, a con-

\ 
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trario sensu, para llegar a la conclusi6n de que es lícito dar asilo en -

Legaciones, Naves de guerra, campamentos o aereonaves militares, a los ~ 

lincuentes políticos, debido a que, el mismo Art. 1, declara no ser líci-

to lo propio tratándose de inoulpados de delitos comunes, resultando des-

de luego la forma negativa de la redacci6n analizada. Y rué hasta la Con-

venci6n de Asilo diplomático de Caracas donde encontramos una redacción -

positiva y directa que designe a los delincuentes políticos sin recurrir 

a otros recursos. 

B.- El Art. II de la Convención de Montevideo también denota que en 

ella el asilo se oonsidera todavía una gracia por parte del Estado asil~ 

te, y de acuerdo con tal criterio, todo el articulado indica esa tenden--

cia. Sin ir más lejos el Art. II el cual confiere el derecho de calificar 

la "delincuencia política" al Estado asilante, en vez de llamarlo lisa y 

llanamente así, intercala un término muy revelador, pues dice "al Estado 

que presta el asilo. " y en ese IIpresta" está bien claro que nos halla--

mos mas bien frente a una gracia o una dádiva que el Estado ooncede. 

El Art. III de la multicitada Convenoión incide igualmente en tende~ 

cias ya surgidas en el campo del Derecho Internaoional Americano, precis~ 

mente aquellas en que se manifiesta cierta prevenci6n o, al menos, caute-

la, frente al reoonocimiento del asilo como instituci6n jur!dica; en tal 

artículo se declara que el asilo político, por su carácter humanitario,no 

está sujeto a reciprocidad. ,Ya dijimos que las consideraciones humanita- -

rias y morales que acompañan al derecho de asilo en nada amenguan sino 

que acentdan la naturaleza estrictamente jurídica de éste, siendo por 

ello un poco desorientador insistir tanto sobre el particular. 

~BUOTECA CENTRAL 
UNiVERStD.40 DE EL SALVADQR 
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Se recordará que Chile suscribió pero no ratificó el Tratado de De­

recho Penal de Montevideo y que en las "Instrucciones" emitidas por ese 

gobierno, las cuales han sido gl osadas con anterioridad, encontramos, e~ 

tre otros aspectos un tanto r estrictivos, o al menos, dubitativos ante -

el derecho de asilo, sus alcances y significaci6n, el énfasis de que el 

Asilo no es un derecho sino un recurs o que se fundamenta en razones huma 

nitarias. 

Por su evidente oportunidad quer emos transcribir una Recomendación 

de la VII Conferencia Panamericana, debido a su íntima conexi6n con el -

tema que ostud~amos: 

"La VII Conferencia Internacional Americana reafirma, una vez más, -

como principio de Derecho Internacional , l a i gualdad civil del extranje­

ro con el nacional como límite máximo de pr otecci6n a que puede aspirar 

aquél ·en las legislaciones positivas de los Estados. 

Reafirma, igualmente, que el amparo diplomático no debe promoverse 

en favor de los extranjeros, sino que deben éstos agotar todos los recur 

s os jurisdiccionales establecidos por las leyes del país ante el cual -

se instaura la acción. Se exceptúan l os casos de manifiesta denegaCión 

o retardo inmotivado de justicia, los cuales serán interpretados res--­

trictivamentc, esto es , en favor de la soberanía del Estado donde se ha 

ya suscitado la disidencia. 

Si dentro de un plazo razonable no s e l ograre acuerdo sobro la di·· 

sidencia, por la vía diplomática, se acudirá entonces al arbitraje. 

LaConferoncia reconoce, al mismo tiempo, que estos principios ge­

nerales pueden ser materia de definici6n y limitaciones, y que los org~ 
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rtismos encargados de proyectar la codificaci6n tomarán en cuenta esa nece 

sidad de definición y limitaciones al formular las reglas aplicables a --

los diversos casos que puedan preverse." 

La anterior declaración equipara al extranjero con el nacional como 

límite máximo al que puede aspirar aquél en la legislación positiva, lo -

cual tiene una explicación hist6rica pues los nacionales de países poder~ 

sos muchas veces se prevalieron de ese carácter para presionar, indebida-

mente, a Estados débiles. 

La misma Recomendación expone la vía del amparo diplomático como úl-

timo recurso, y aún en los casos en que se demande por denegaci6n de jus-

ticia. 

En el Segundo Congreso Sudamericano de rerecho Internacional Privado 

que se celebrara también en la capital uruguaya, fué suscrito el Tratado 

de 4 de agosto de 1939~ el cual reforma, a su vez, el de 1889. Tal Con--

vención,firmada por Argentina, Chile, Bolivia, Paraguay, Perú y Uruguay, 

aunque no fue ratificada en su totalidad, tiene gran importancia y consta 
, 

de 10 artículos. 

En ese Segundo Congreso se estableci6 que el asilo político puede ser 

concedido, es decir, que no hay obligaci6n de otorgarlo; y que, igualmen-

te, puede ser acordado sin distinci6n de nacionalidad y sin perjuicio de 

los derechos y obligaciones que incumben al Estado como protector de sus 

nacionales en el exterior. 

El artículo 20. resulta bastante ilustrativo¡ pues constituye el an-

tecedente de lo que se acordara en Caracas, ya que amplía el lugar en que 

pueden admitirse asilados políticos, disponiendo que los Jefes de Misi6n 
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tienen la facultad de admitir dichos asilados hasta en sus residencias 

particulares si no habitan el lugar en que ejercen sus funciones. 

Los artículos 8 y 9 establecen, por su parte, que cuando el número oe 

asilados exceda la capacidad de los locales, pueden ser habilitados otros 

para su alojamiento, antecedente directo del inciso 11 Art. 1 de la Conven 

ci6n de Caracas, como lo analizaremos en oportunidad. Y el antecedente in­

mediato al inciso lo. del mismo artículo que otorga el asilo en los buques 

de guerra o en los aereoplanos, se encuentra sin duda alguna en este SeguE 

do Congreso Sudamericano, donde igualmente aparece la disposici6n de que -

no valdrá el asilo cuando buques o aviones estén en reparaci6n. 

El Art. 30. declara que no se concederá · el · asilo a loS -.acusados de doli 

tos políticos que hayan sido previamente procesados o condenados por deli­

tos comunes en los tribunales ordinarios, y que la oalificaci6n del delito 

corresponde al Estado que conceda el asilo. 

El Art. 40. dispone que no se concederá el asilo a los desertores de -

las fuerzas armadas, a no ser que los hechos revistan claramente un carác­

ter político. Esto se repite en el inciso 10. del Art. III de la Conven--­

ci6n de Caracas. Además, dispone el mismo artículo que la comunicaci6n in­

mediata del asilo a la autoridad local es a condici6n de que sea material­

.mente pOSible y sin peligro para los asilados. 

El Art. 50. prescribe que no se permitirá a los asilados alterar la 

paz pública, so pena de que caduque el asilo concedido. 

El Art. 60. dispone que el asilado conducido fuera del territorio na-­

cional podrá llevarse bienes en cantidad suficiente para su sustento. 

El Art. 70. declara que si el asilado regresa a su país y reanuda acti 
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vidades subversivas, no podrá solicitar nuevo asilo. 

y el Art. 100. dice que, en caso de rompimiento de relaciones diplom~ 

ticas entre ambos países y si el Jefe de la Misi6n debe abandonar la sede 

de sus funciones podrá llevarse los asilados o, en caso de ser ello impo­

sible; confiarlos a un Jefe de Misión de un teróer país. 

Entre las observaciones ~ue suscite la lectura del articulado que, -

en parte, acabamos de sintetizar, tenemos las siguientes: 

La terminología del instrumento suscrito por el Segundo Congreso de 

Derecho Internacional Privado, insiste en el vocablo concedido, que hall~ 

mas después en una u otra forma, tanto en la Convención de la Habana co­

mo en la de Montevideo. El tópico resulta verdaderamente sintomático si -

recordamos que la redacción originaria del proyecto uruguayo decía: "El -

asilo se concederá .•• " prescribiendo algo más positivo que lo acordado en 

la redacción definitiva. 

Aunque el proyecto aludido consignó que el Jefe de Misi6n estaba 

obligado a otorgar el asilo, el representante del Uruguay, en la discu--­

sión, aleg6 "que no se concebía siquiera que ~udiera existir una Conven-­

ción en virtud de la cual las partes quedaran en libertad de hacer o no -

hacer aquello mismo que constituía el objeto del concierto", agregando -­

que el asilo, en la forma adoptada, es la simple proolamación o enuncia-­

ci6n de un principio. 

En tal oportunidad el delegado peruano dijo que "el asilo debe ser -

una facultad, pues no se puede imponer a un Jefe de Misión ~ue lo conceda 

en todos los casos". Como se recordará en una de las reuniones que con m~ 

tivo de discutidos oasos de asilo interno, tuvo el Cuerpo Diplomático acre 
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ditado ante el gobierno del Perú, el delegado de este país plante6, sin -

lograr éxito, la aboiici6n del asilo. 

Secundaron la actitud peruann. del asilo como "facultadll
, el delegado 

de Bolivia y el de Chile durante el Segundo Congreso Sudamericano que co­

mentamos; el primero expres6 que "el asilo era siempre facultativo porque 

el Estado que lo acuerda es el que tiene en cuenta las normas para conce­

derlo;" y el de Chile dijo, n. su vez: "que el asilo es una facultad ya -­

que, a su juicio, no se pueden establecer normas rígidas que creen oblig~ 

ciones tan serias aun en contra de In. voluntad de los Estados." 

Finalmente fué aprobado el asilo como potestativo con el voto en con 

tra del Uruguay, pero esas deliberaciones son aclarativas de algunos de -

los aspectos más discutidos de dicha institución, y a ello se debe que -­

nos hallamos detenido a comentar. 

La polémica medular en el multicitado Segundo Congreso Sudamericano 

giró en t orno al fundamento jurfdico del asilo. Los razonamientos de los 

delegados del Perú, Bolivia y Chile indican claramente que trataban de -­

restarle valor al asilo, confinándolo al campo de l o meramente facultati­

vo, tal vez por una exagerada interpretación de la soberanía nacional co­

mo se infiere del alegato del delegado chileno. El delegado uruguayo, en 

cambio, reafirm6 la institucionalidad jurídica del asilo. 

A manera de un testimonio procedente de otra direcci6n vamos n r ese­

ñar las conclusiones del Primer Congres o Hispano- luso - americano de De­

recho Internacional, celebrado en Madrid y cuya sesión inaugural llevóse 

a cabo el 2 de octubre de 1951, con asistencia de Portugal, Filipinas, R~ 

pÚblica Dominicana, Nicaragua, Colombia, Perú, Chile, Argentina, México, 
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Cuba, Venezuela, Honduras, y España. 

En opini6n de los asistentes españoles la ponencia que reuni6 mayor 

número de congresistas fué la relativa al asilo, la cual puedo sintetizar 

se: 

Las directrices fundamentales de la ponencia y de las conclusiones -­

aprobadas sancionan la cxtensi6n espacial del asilo a las representacio-­

nes consulares; el reconocimiento al Estado asilante de la facultad de c~ 

lificar la índole del delito, imputable al que demanda el asilo, conclu--­

si6n que fué muy discutida en el seno de la Comisi6n y en el pleno del -­

Congreso; se establece por otra parte reglamentar la evacuaci6n del asilo 

en cuanto a las garantías que ha de conceder el Estado territorial, como 

también los modos de terminaci6n del asilo o las limitaciones en la acti­

vidad pública del asilado, la exclusi6n de la protecci6n de asilar delin­

cuentes comunes; y la facultad del Estado asilante para exigir, en casos 

de urgencia, que el Estado territorial acceda a la evacuaci6n. 

En opini6n del Profesor Barcia esas cláusulas suponen un audaz avan­

ce respecto de los principios consagrados en la Conferencia de la Habana 

y de Montevideo. 

Finalmente hay que hacer constar que, con las reservas do los deleg~ 

dos argentinos, y chilenos, las conclusiones de la comisi6n fueron aprob~ 

das por el pleno del Congreso. 

Dadas las críticas europeas al derecho de asilo resulta oportuno re­

ferirnos a ese c6nclave madrileño. 

La Décima Conferencia de Caracas, celebrada en 1954, marc6 un momen­

to de importancia trascendental para la instituci6n del asilo en el contí 
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nente. 

En tal c6nclave internacional s e suscribieron dos Convonciones: una 

sobre Asilo Territorial y otra sobre Asilo Diplomático, ambas con fecha -

28 de marzo do 1954. 

La circunstancia de que en la misma Conferencia se trataran las dos 

formas del asilo y se lograra suscribir dos Convenciones abarcando las -­

dos facetas del asunto, multiplica el interés al mismo tiempo que elimina 

vacíos y fallas en 01 tratamiento de la roferida institución. 

En Caracas, además del derecho de asilo, fueron tratados problemas -

de Singular importancia, entre l os cualos merecen destacarse: 

La declaración anticolonialista; la lucha en contra del comunismo in 

ternacional; la consagración de principios más justos on las relaciones -

económicas y comerciales del continente; y la Corte Interamericana de Ju~ 

ticia, proyocto este último debido a la iniciativa de la delegación salva 

doreña, quien presentó al respecto un Estatuto para dicha Corte . 

La Conferencia do Caracas pr ovocó una serie de declaraciones y come~ 

tarios tanto en la prensa venezolana como internacional. Así, por citar -

un testimonio, el Dr. Petri, Embajador de Venezuela en Bogotá, dijo que 

sería "la meta en que había de culminar una férrea alianza de voluntades 

y propósitos de América, resuelta a afrontar las contingencias inmediatas 

en apoyo de las normas cristianas y contra el comunismo en acecho . tI 

A pesar de tal optimismo no t odos los asistentes a la citada Confe-­

rencia salieron convencidos de su completo éxito, pues 01 entonces Minis­

tro de Relaciones Exteriores do El Salvador, don Roberto E. Canessa, en -

el Informe Anual de su gestión durante 1953-1954, presentado a la Honora-
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ble Asamblea Legislativa el 3 de noviembre de 1954, declar6 al respecto: 

"Lamento informar, finalmente, que es mi franca opinión que la Confe­

rencia de Caracas, si bien sirvi6 para cimentar la comunidad de aspiraci~ 

nes que vincula a las Repúblicas Americanas , tuvo escasos resultados prá~ 

ticos. En efecto, l os anhelos latinoamericanos de que se consagraran pri~ 

cipios justos en las relaciones económicas y comerciales no pudieron ser 

satisfechos por la reiterada actitud de abstención que adopt6 la Honora-­

blc Delegación de l os -Estados Unidos de América. Asimismo es de notar que 

la declaración anticolonialista no obtuvo la unanimidad esperada debido -­

al voto de dicha Delegación. Sin embargo p abrigo la esperanza de que la -

Conferencia económica de Río de Janeiro sí llegará a conclusiones realis-­

tas y efectivas, pues estimo que la seguridad del mundo reside en la seg~ 

ridad de nuestro Hemisferio, y esta seguridad s 6l o se puede obtener me-- -­

diante un trato justo que permita a los países de la América Latina ele-­

var el nivel de vida de sus pueblos." 

Al margen de esas declaraciones ministeriales y sin pretender abor-­

dar un problema tan vasto y que desde luego se sale de l os límites impue~ 

tos a una Tesis Profesional, conviene decir que las Conferencias Panameri 

canas, y entre ellas también la de Caracas, no ti enen s610 un valor de de 

cisión o efectividad, no tienen sólo e l ángulo de los "resultados prácti­

cos" para emplear la frase del entonces titular de la cartera de Relacio­

nes Exterior es de nuestro gobierno; al par que ese criterio de decisión -

es preciso considerar que las mencionadas Conferencias ostentan un valor 

que pudiéramos llamar de consulta o de deliberaci6n, es decir, que esos -

c6nclaves jurídicos continentales van acumulando una serie de experien----

""-- _. ----
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oias que fundamentan al ser examinadas por los altos principios, solucio~ 

nes tal vez no definitivas, pero sí provisionales que preparan una res---

puesta final a los rndltiples problemas planteados. 

No debe desanimarnos - cual pareció sucederle al entonces Ministro -

do Relaciones Exterioros de El Salvador- 01 hecho de que una Conferencia 

carezca de "resultados prácticos", pues siempre constituye un acercamien-

to a la solución real de los asuntos planteados. En el caso del asilo, --

las distintas Convenoiones surgidas de las citadas Conferencias Interame-

ricanas han ido formando una doctrina y práctica, cuyos beneficios sería 

impOSible negar. 

El Salvador fué el primer país en depositar en la Unión Panamericana 

el instrumento de ratificación de las dos Convenciones sobre Asilo suseri 

tas en Caracas. A este respecto el Ministro de Relaciones Exteriores sal-

vadoreño en esa época, expresó: 

"ta noble institución del asilo fué ardientemente defendida por la -

Delegación Salvadoreña y me complace manifestar que nuestra actitud fué -

elogiada por numerosa~ delegaciones y por la prensa venezolana e interna-

cional, quienes estimaron que las Convenciones sobre ~silo Diplomático y 

Sobre Asilo Territorial, adoptadas durante la Conferencia, reeibieron el 

constante aporte de la Delegación de nuestro país, que se esmeró en dotar 

a dichas Convenciones de todas las garantías necesarias para que la insti 

tuci6n del asilo tuviera vigencia efectiva en nuestros países." 

Esas consideraciones son demasiado claras para que requieran mayores 

comentarios y, por ello, pasamos a nuestros desarrollos. 

Haciendo un historial sobre el asilo, podemos decir que el segundo -
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de los trabajos elaborados por el Consejo Interamericano de Jurisconsul-­

tos sobre la base de otro preparado por el Comité Jurídico Interamericano, 

era un "Proyecto de Convención sobre Asilo Diplomático", compuesto de 19 -

Artículos. 

Muchas fueron las modificaciones hechas al proyecto; más, como en el -

caso de la "Conv,ención sobre Asilo Territorial", esas modificaciones fue-­

ron casi enteramente de forma. 

Se prescindió ,del Artículo 1 del Proyecto, en el que se definían los 

conceptos de "Autoridad asilante","Estado Territorial" y "Leeaci6n". 

De ese modo el artículo 20. pas6 a ser el artículo l. En el inciso 

lo. se decía que "El asilo .... será respetado .. como un derecho o como ac­

to de humanitaria tolerancia". A propuesta del representante de México se 

acordó redactar esa parte del inciso de esta manOl"'a: "El asilo... será res­

petado •.. de acuerdo con las disposiciones de la presente Convención. u Con 

pequeños cambios de redacci6n Se incorpor6 como inciso 20. de dicho artícu 

lo el concepto de "Leg&ción ll que el proyecto contenía en su artículo 1. El 

20. que pas6 a ser 30. se aprobó sin cambio alguno . 

El inciso 30. d'el artículo 20. de proyecto fué objeto de proloneada 

discusión. Se aprob6, por fín~ como Artículo aparte y con esta redacci6n -

propuesta por El Salvador: IITodo Estado tiene derecho a conceder asiló; p~ 

ro no está obligado a otorgarlo ni a declarar por que lo niega." 

Igualmente prolongado fué el debate alrededor del Artículo 3 del pro­

yecto. La Subcomisión hubo de designar un grupo de trabajo compuesto por -

Argentina, Bolivia, Brasil y El Salvador, el cual lleg6 a ponerse de acuer 

d~ sobre la redacción propuesta por el delegado salvadoreño para los dos -

.a... . . 
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incisos del Artículo, así: "No es lícito conceder asilo a personas que al 

tiempo de solicitarlo se encuentren inculpadas o procesadas en forma ante 

tribunales ordinarios -competentes y por delitos comunes, o estón condena-­

das por tales delitos y por dichos tribunales, sin haber cumplido las pe-­

nas respectivas, ni a l os desertor es de fuerzas de tierra, mar y airo, sal 

va que los hechos que motivan la solicitud de asilo, cualquiera que sea el 

caso, revistan claramente carácter político. Las personas comprendidas en 

el inciso anterior que de hecho penetraren en un lugar adecuado para ser-­

vir de asilo deberán ser invitadas a retirarse o, según el caso, entrcea-­

das al gobierno local, que no podrá juzgarlas por delitos políticos ante-­

riores al momento de la entrega." 

A iniciativa del Brasil se dió una redacción más clara al Artículo 4: 

"Corresponde al Estado asilante la calif~cación de la naturaleza del deli­

to o de los motivos de la persecución." 

El representante del Perú propuso que se agregara a es e Artículo, co­

mo inciso segundo, el siguiente: "El Estado territorial podrá ob j etar esta 

calificación si la considerare opuesta al ejercicio de su '-jurisdicción pr~ 

existente y aplicable al hecho delictuoso imputado al asilado. La discro-­

pancia surgida entre ese Estado y el Estado asilante será sometida a alg~ 

no de los procedimientos de soluciones pacíficas vigentes entre ellos. El 

procedimiento se ventilará en vía sumaria y t endrá en cuenta el mérito de 

los respectivos actuados judiciales. Entre tanto el asilo será respetado -

quedando sujeto a la decisión correspondiente ." Puesta a votación la prop.2 

sici6n peruana, sólo obtuvo 4 vot os en favor, con 8 en contra - el de El -

Salvador entre ellos - y 7 abstenciones. 

Los artículos 5, 6, 7, 8 y 9 fueron aprobados con ligeras modificacio 
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nos de f orma, sugeridas por varias delegaciones y llevan los mismos núme-­

ros en el texto aprobado. 

La redacción del Artículo 10 fué sustituida completamente por la si-­

guicnte forma propuesta por el delegado de México: "El hecho de que el go­

bierno del Estado territorial no esté reconocido por el Estado asilanto no 

impedirá la observancia de la presente Convención. y ningún acto e j ecutado 

en virtud de ella implica r econocimiento ." 

Con pequeñas modificaciones fueron aprobados l os Artículos 11, 12, 13 

Y 14 del proyecto, los cuales llevan los mismos números en el texto defini 

Uve. 

A propuesta de la delegación argentina se incluyó como Art. 15 una -­

disposición que no fi,guraba en el proyecto. Es la siguiente: "Cuando para 

el tr.aslado de un asilado a otro país fuere necesario atravesar el terri­

torio de un Estado Parte en esta Convención, el tránsito será autorizado -

por éste sin otro requisito que el de la exhibici6n, por vía diplomática, 

del respectivo salvoconducto visado y con la constancia do la calidad de -

asilado ot orgada por la misión diplomática que acord6 el asilo. En dicho -

tránsito, al asilado se le considerará la protecci6n del Estado asilante." 

El Artículo 15 del proyecto pas6 entonces a ser artículo 16 y se apr2 

b6 con pequeños- cambios de f orma. 

En cuanto al Artículo 16, que pas6 a ser 17. se le introdujeron cam-­

bias importantes, -como el de expresar que si bien el Estado asilante no es 

tará obligado a radicar al asilado en su territorio "no 'podrá deVolverlo a 

su país de origen, sino cuando concurra voluntad expresa del asilado"; el 

de que la vigilancia sobre el asilado, en caso de radicación preventiva --
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corresponden al Estado solicitante . 

Se aprob6 con un pequeño cambio el Artículo 17 del proyecto, que pas6 

a ser 18. 

Larga discusión ,s e suscitó a pr opósito de la, r edacción del artículo 

18 del proyecto. La r edacción definitiva fué pres entada por el repres en-­

tante de El Salvador, en tres incis os , en vez de uno sólo que era la f or ­

ma como aparecía en el proyecto . Dicho Artículo pas6 a s er el 19 del t ex­

t o definitiva , y quedó redactado así: "Si por causa de ruptura de r elacio 

nos el r epr es entante diplomático que ha ot or gado el asilo debe abandonar 

el Estado t erritorial, saldrá aquél con l os asilados. Si l o establecido -

on e l inciso anterior no fuer e pOSible por motivos ajenos a la voluntad -

do l os asil¿dos o dol agente diplomático, deberá ésto entregarlos a la r~ 

presentaci6n de un t ercer Estado Parte on esta Convenci6n, con las garan­

tías establecidas en ella. Si esto último tampoco fuore posible, deberá -

entregarlos a un Estado que no s ea Parte y que convenga en mantener el -­

asilo. El Estado t erritorial deberá r espetar dicho asilo." 

El último artículo del proyecto - 20 de l t ext o aprobado - se dividi6 

en dos incisos y s e modific6 un tanto en su redacci ón." 

Finalmente se consider6 la redacci6n del préambul o y de las disposi-­

ciones finales del dooumento, r edacción que fué propuesta por la Secreta-­

ría de la Subcomisi6n. 

A ~iesgb de monot onía, hemos tranGcrito literalmente l os párrafos c2 

rrespondientes al varias veces citado Informe Anual del Ministerio de Re­

laciones Exteriores - páginas 193-196 - porque ellos enci erran la histo-­

ria fidediGna del establecimiento de la r ef erida Convención sobre Asilo -
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No es lícito conceder asilo a personas que al tiempo de s olicitarlo s e 

encuentren inculpadas o procesadas en f orma ante tribunales ordinarios com 

petentes y por delitos comunes. o estón condenadas por tales delitos y por 

dichos tribunales, sin haber cumplido las penas r espectivas. ni a los de--

sertores de tierra, mar y aire, salvo que los hechos que motivan la s olic1 

tud de asilo, cualquiera que s ea el caso, revistan claramente carácter po-

lítico. 

Las personas comprendidas por el inciso anterior que de hecho penetr~ 

ren en un lugar adecuado para s ervir de asilo' deberán ser invitadas a reti 

rarse o. según el caso. entregarlas al gobierno local que no podrá ju~gaE 

las por delitos polítiCOS anteriores al momento de la entrega. 

Artículo IV 

/ Corresponde el Estado asilante la calificación de la naturaleza del de 

lito o de los motivos de la persecusión. 

Artículo V .C 

El asilo no podrá ser concedido sino en casos de urgencia y por el --

tiempo estrictamente indispensable ~ara que el aSilado salga del país con 

las seguridades otorgadas por el gobierno del Estado Territorial a fin de 

-
que no peligre su vida; su libertad o su integridad personal o para que s e 

ponga de otra manera en s eguridad el asilado. 

Artículo VI 

Se entienden como casos de urgencia, entre otros, aquéllos en que el 

individuo sea perseguido por personas o multitudes que hayan escapado al -

control de las autoridades o por las autoridades mismas, así como cuando -

se encuentre en peligro de ser privado de su vida o de su libertad por ra~ 
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zones de pcrsccusión política, y no pueda sin riesgo ponersE:: ds otra mano­

ra en seguridad . 

Artículo VII 

Corresponde al Estado asilante apreciar si se trata de un caso de ur­

gencia. 

Artículo VIII 

El agente diplomático, jefe del naví o de guerra, campamento o aercona­

ve militar, después de concedido el asilo, y a la mayor brevedad posible, 

lo comunicará al Ministerio de Relaciones ExtGriores del Estado Terri t o·_-­

rial o a la autoridad administrativa del lugar si el hecho hubiese ocurri­

do fuera de la capital. 

Artículo IX 

El funcionario asilante t omará en cuenta las informaciones que el go­

bierno Territorial le ofrezca para normar su criterio respecto a la natura 

leza del delito o a la existencia de delitos comunes conexos; pero será re~ 

petada su det erminaci6n de continuar el asilo o exigir el salvoc onducto'p~ 

ra el perseguido . 

Artículo X 

El hecho de que 01 gobierno del Estado territorial no esté reconocido 

por el Estado asilante no impedirá la observancia de la presente Conven--­

ción, y ningún acto ejecutado en virtud de ella implica rec onocimiento. 

Artícuio XI 

El gobierno del Estado Territorial puede, en cualquier momento exigir 

que el asilado sea retirado del país, para l o cual deberá otorgar un salvo 

ponducto y las garantías que proscribe el artículo V. 
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Artículo XII 

Otorgado e l asilo, el Estado asilante puede pedir la salida del asila 

do para t erritorio extranjero, y el Estado t erritorial está opligado a dar 
'_ / t./_r ' .1 /_ .... _-/'.'-' _-f¿,_=-. ,,'~':_~ 

inmediatamente, salvo el caso de fuerza mayor } las garantías necesarias a 
~ . . .... -

que se refiere el Artículo V y el correspondiente salvoconducto. 

Artículo XIII 

En l os casos a que s e r efi er en los artículos anterior es, el Estado a-

silante puedo exigir que las garantías s ean dadas por escrito y t omar en -

cuenta, para la rapidez del viaje, las condicionas reales de peligro qua -

se presenten para la salida del asilado. 

Al Estado asilanta le corresponde el derecho de trasladar e l asilado 

fuera del país. (~l Estado Territorial puede s eñalar la ruta preferible pa­

ra la salida del asilado, sin qua ello implique determinar el país de des 
\ v~ . r ~\ 

ti 
. " , ," . ,/ ~~ __ .c.,-rJ I no. J t " , • ~ - .f 

Si el asilo se realiza a bordo de navío de guerra o aereonave militar · 

la salida puede efectuarse en l os mismos per o cumpliendo previamente con -

el r equisito de obtener el respectivo salvoconducto. 

Artículo XIV 

No es imputable al Estado asilantc la pr ol ongación del asilo ocurrida 

por la nocesidad de obtener las informaciones indispensables para juzgar -

la procedencia del mismo o por circunstancias do hecho que pongan en peli-

gro la seguridad del asilado durante el trayecto a un país extranjero. 

Artículo x:¡ 

CUando para el traslado de un asilado a 'otro país fuere necesario atra 

vesar el territorio de un Estado Parte on esta Convenci6n el tránsito s erá 
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autorizado por éste sin otro r equisito que el de la exhibición, por vía 

diplomática, del respectivo salvoconducto visado y con la constancia de la 

calidad de asi~ado otorgada por la misión diplomática que' ac ordó el asilo. 

En dicho tránsito, al asilado s e le considerará baj o la protección -

del Estado asilante. 

Artículo XVI 

Los asilados no podrán ser desembarcados en ningún punto del Estado 

Territorial ni en lugar próximo a él salvo por necesidades de transporte. 

Artículo XVII 

Efectuada la salida del asilado, el Estado asilantc no está obligado 

a radicarlo en su territorio, pero no podrá devolverlo a su país de origen 

sino cuando concurra voluntad expresa del asilado. 

La circunstancia de que e l Estado Territorial comunique al funci ona-­

rio asilante su intención de solicitar la posterior extradicción del asil~ 

do, no perjudicará la aplicación de dispOSitivo alguno de la presente Con­

vención. En este caso el asilado permanecerá radicado en el territorio del 

Estado asilante, hasta tanto se reciba el pedido formal de extr.adicci6n, -

conforme con las normas jurídicas que rigen esa institución en e l Estado -

asilante. La vigilancia sobre el asilado no podrá extenderse por mas de -­

treinta días. 

Los gastos de este traslado y los de radicación preventiva correspon­

den al Estado s olicitante . 

Artículo XVIII 

El funcionario asilante no permitirá a l os asilados practicar actos -

contrarios a la tranquilidad pública, ni intervenir en la política interna 
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del Estado Territorial . 

Artículo XIX 

Si por causa de ruptura de r elaciones el representante diplomático -­

que ha otorgado el asilo debe abandonar el Estado Territorial saldrá aquél 

con l os asilados. 

Si lo establecido en el inciso anterior no fuere posible por motivos 

ajenos a la voluntad de los asilados o del agente diplomático, deberá éste 

entregarlos a la representación de un t ercer Estado Parte en esta Conven--· 

ción, con las garantías establecidas en ella. 

Si esto último tampoco fuere p.:>sible , deberá entregarlos a un Estado 

que no sea 'parte , y que convenga en mantener el asilo . El Estado territc-­

rial deberá respetar dicho asilo . 

Artículo XX 

El asilo diplomático no estará sujet o a r eciprocidad. 

Toda persona~ sea cual fuere su nacionalidad, puede estar bajo la pr2 

tección del asilo. 

Artículo XXI 

La presente Convención queda abierta a la firma de l os Estados Miem-­

bros de la Organización de l os Estados Americanos y s erá ratificada por -­

los Estados signatarios de acuerdo con sus respectivos procedimientos cons 

titucionales. 

Artículo XXII 

El instrumento original . .... 

RESERVAS 

GUATEMALA: Hacemos expresa reserva del articulo 2 en cuanto declara -
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que l os Estados no están obli Gados a ot or gar el asiloj porque s ostenemos ' 

un concepto ampli o y firme del dereche de asilo . 

Asimismo hacemos r eserva expresa del último párrafo del artículo XX -

(veinte) porque mantenemos que t oda persona sin discriminación alguna, es 

tá baj o la protección del asilo . 

URUGUAY: El gobi erno del Uruguay hace reserva del Artículo 11 en la 

parte que establece que la autoridad aSilante, en ningún cas o está oblig~ 

da a conceder asilo n~ a declarar por qué l o niega. Hace así mismo reSer­

va del Art. XV en la parte en que establece: "Sin otro requisito que el -

de la exhibición por v-ía diplomática del respeotivo salvoconducto visado 

y con la constancia do la calidad de asilado otorgada por la misión dip12 

mática que acordó e l as'ilo. En dicho tránsito, al asilado se le considera 

rá bajo la protección del Estado asilante." Finalmente , hace reserva del 

segundo inciso del artículo XX pues el gobi erno del Uruguay entiende que 

todas las personas, cualquiera sea su sexo, nacionalidad, opinión o r eli­

gión gozan del derecho de asilarse. 

REPUBLICANA DOMINICANA: La República Dominicana suscribe la anterior 

Convención con las reservas siguientes: Primera: La República Dominicana 

no acepta las disposiciones contenidas en l os artículos VII y siguiontes 

en lo que respecta a la calificación unilateral de la urgencia por el Es­

tado asilante; Segundo: las disposiciones de esta Convención no s on apli­

cables en consecuencia en l o que a la República Dominicana concierne , a -

las controversias que puedan surgir entre el Estado Territorial y el Esta 

do asilante y que se r efieran concretamento a la falta de s eriedad o a la 

inexistencia de una verdadera acción persecutoria contra el asilado por -
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parte de ~as autoridades l ocales. 

HONDURAS: La dele~aci 6n de Honduras suscribe l a Convención s obre Asi-

10 Diplomático con las r es ervas del caso r especto a l os articulos que s e -

opongan a l a Constitución y las l eyes vigentes de la República de Honduras. 

EN FE DE LO CUAL, l os pl cni.pot enciarios infrascritos, pr es entados sus 

pl enos poder es , que han sido hallados en buena y debida f orma , firman la -

presente Convenci6n en nombre de sus r es pectivos gobiernos en la ciudad de 

Caracas el día veintiocho de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro.-

: :~ :::: : 

e , •••• . . . . . . 
: : : : .. . . 
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El derecho de asilo fué ampliado considerablemente eh el cónclave V8-

nezoiano, tanto desde el punto de vista jurídico como materia:l. 

La órbita jurídica del asilo resultó ampliada, independientemente de 

la redacción positiva y diredta del Artíciulo 1 que ya analizamos, porque 

se otorga el r efugi o a "personas perseguidas por motivos políticos tl
, de -­

tal modo que l o pueden obtener tanto l os perseguidos por delí tos políticos 

como l os perseguidos por motivos políticos. 

Con fundament o en el inciso l o . Art. 1 de la citada Convención, hay -

quienes interpretan la fras e "perseguidos por motivos o delitos políticos" 

en el .scntido de que abarca no sólo a l os perse8uidos por · l os que ordina-­

riamente se denominan delitos políticos, sino también a los que lo son por 

meras moti_vacionos políticas. llegando tal opinión a ei tal" J en su abono J -

el Art. 8 frac. 8a. del Proyecto de Convención de Extradicción que ha pre­

parado el Comité Jurídico Interamericano en cumplimiento de la Res olución 

CVII de la DéCima Conferencia Interamericana de Caracas, 

Reza el mencionado Art .. 8 vn la fracción 8a.: liLa extradicción no es 

procedente: Cuando se trata de personas que con arreglo a la calificación 

del Estado r equerido sean perseguidas por delitos polítiCOS o por delitos 

comunes cometidos con fines políticos o cuya extradicción s e ' s olicite obe­

ciendo a móviles predominantemente políticos." 

Según la corriente de opinión que venimos glosando es pertinente adu­

cir como argumento esa ·frac. 8a. del Art. 8 del referido Proyecto; en el -

cual, por la s ola lectura, se advierte que a la par de la persocusión por 

delitos políticos J s.e colocan tanto los delitos comunes cometidos con fi-­

nes políticos o aquellos cas os en que la extradicción se s olicite per mtvi 
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les predominantemente políticos. 

La ampliació~, material del dereaho de asilo que encontramos expresa-

mente cons~~rada en la Convención de Caracas es la referente a l os l ocal es 

que habilita el jefe de Misión cuando el número de l os asilados exceda a -

la capacidad normal .de 1'os edificios . 

Ya señalamos cómo en l os artículos 8 y 9 del Proyecto aprobado en e l 

Segundo Congres o Sudamericano de Der e cho Internacional existen disposicio-

nes para la r ef erida habili tac.i 6n de l ocales. Tal medida que, a primera --

vista pudiera parecer de impO':r-tancia menor, resulta de indudable val or - - -

préctico, 'al grado que , a veces, ' s ól o. mediante su aplicación es pOSible - --

cumplir cón el asilo, pues uno ~e l os probl emas, verdaderamente an¡;ustian-

te que confrontan l os J ef es de Misión y su personal -como sucedió, por ciD 
,," I .,V··T: ~ ~(lj 

~,¡..!IV-/-"" rJi--f}..P-' 
el movimiento que encabezara el Cor o tar un caso, en Gua~emala al triunfar 

nel C~rlos Castillo Armas- es satisfacer las exiGencias higiénicas, alime~ 

ticias, etc, las cuales pueden 'resolverse más adccuadamentosi pueden habi 

litarse l .ocales adecuados. 

Durante l os días posterior es al 29 de junio de 1954, al 'estallar el mo 
4t1i/¡,D - \?IID -1OJ 't, \< (tAl-

vimiento~el Cor one¡ Castillo A~mas, numer osísimos ciudadanos guatemalte-
" 

'cos buscaron la protección de las Embajadas con s ede en la capital, c.oncen , ' ., . . -
trándos,e l os refUGiados principalmente en las. r epr o's entaciones diplomáti --

cas de El Salvador, México y. Argentina. El' mismo ex-mandatario, Jacobo Ar-

benz Guzmán, s e asiló en la embajada de Méxic,o, mientras otros muchos fun-

cionarios· de tal réGimen hicier on l o prJ)pi o en otras r epr es entaciones y 

también numeros os elementos y simpatizador es del gobierno derrocado, en lu 

gar de asilarse diplomática.mente, .. l ograron atravesar la frontera, como pa-
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t orio mexicano a -bordo de un jeep, dando lugar a un sonado proceso por ex­

tradicci6n, que ya analizamos en sus principales aspectos. 

El sistema de la Convención de Caracas en cuanto al asilo interno qu~ 

da perfeccionado p~r el Art. IV, según el cual: "Corresponde al Estado asi 

lailte la calificación de la naturaleza del delito o de l os motivos de lo. -

persecución.!! 

Tal disposición constituye un avance por varios motivos: En primer l~ 

gar es mas expl~cita que la del Art. II - de la Convención de M~ntevideo que 

dice: i1La calificaci6n de la deilncuencia política corr.esponde al Estado 

que presta el Asi10".En segundo lugar está más adecuadamente redactada --

porque so eliminó el término "presta". Y en torcer lugar, 10 que es decis.! 

va, faculta al Estado asilante para calificar la naturaleza del delito o -

l os motivos de la persecusión-. 

Contra el sistema enunciado s e han ese;rimido argumentos' bastante esp~ 

ciosos. Así algunos autores han llegado a s 0stener que la 4IDPlitud con que 

la Convención ~e Caracas considera el derecho de asilo, puede dejar margen 

a maniobras de tipo con dañinos resultados. En abono de su opinión dicen -

estos tratadistas que bien se podría abusar del derecho de asilo y desde 

luego desprestigiar dicha institución cual1do, al amparo do esa amplitud de 

criterio, un Estado que es el futuro. asilante - llegara a I1pactar" el .asi-

l o con un polítiCO o con un conjunto de polítiCOS de sus simpatías y con--

fianza, para crearle do.spués dificultades al fut1.lro Estado territorial y, 

al fin, asilar a los mencionados políticos en su propia legación. Este ar-

gumento llega a invocar en su apoyo las querellas y rivalidades que a menu 

BIBliOTECA CENTRA'L 
UNIVERSIDAO DE EL SALVAQOR 
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do surgen en dos Estndos limítrof es, haciendo v;i..able la situació,n deácri~ 

tao 

Realmente es demasiado suspicaz e l argumento que citamos para que - -

pueda ' s er t omado en cu()nta~ dado que las instituciones jurídicns implican -

cierto gr ado de normalidad. Sin embargo aludimos a ello por ' considerar 

que a es os extremos s e ' ha llesado en\. el E;~rtudio a.e l punto . 

Ese doble carácter del der echo de asilo, intrínsec o e inst:n\lmental, 

viene en apoyo de l carácter de "der echo es encial humnno" tanto ' d'entro de 

la técnica ' y term±nol oeía 'alemanas , sino tamb.ién en unn c onsideraciones -

menos es pecializadas.De allí que . cuando l os angl os a j ones defi enden la l~ 

gitimid~d del asilo, l o hac;an con fundamento en una situaci6n de des or den 

en l a cua l el' individuo no ,está en 'c ondiciones de ape lar a las garantías 

normalos ' y ~ e' ve precisado a r ecurrir a instrumeptos extraordinari os, pr~ 

-
cisamente por su es pecial ins eGuridad jurídica. "Hay J entonces, cierta sus 

, ( 

tituciS,Sn en tales casos, es decir, que a l poder " que en es e momento pu ede 

o ti ende , a extralimitnrse , s e subroga otro, mns en bondiciones de aplicar 

l os principi os jurídicos. O s ea que la si tuaci,ón ' de l pers eguido, por moti-

vos o delitos polítiCOS implica que 'el p09,er de l Estado asilante sustitu-

ya, por vía de excepciión y dadas l a s circunstanci:(lS especialísimas impe- --

rantes, al poder de l Estado t erritoria l. Y es que e l Estad6 t erritorial, 

tal vez en contra de la voluntad particular de sus gober~antes que r'esul-
- tf~· .. t;O-' · I /,vy{¿ ;;~7J . 

" c,<>Y'- Q ..<- v , 
' tan pr eSionados por factores polítiCOS o s ociales, no lo~ra eStablecer un 

derecho "normal!! en ciertos casos extremos Yi por ello,surce e l ,asilo 0'0-

mo institución moderadora. 
~'-' --- --- ------' 

Esos: casos , extremos, a l os que viene a poner r emedio e l asilo, eviden 
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cian las fallas del orden internacional y la ineficacia del mismo derecho - - ...---- ---
-~"-~------------------------------~ 

intebi.acional. A falta de uria organización supraestatal que, de acuerdo del ---con normas "jurídicas aceptadas, venga "a poner solución a tales situaciones, 

s e admite, por vía excepéional, que actúen sustitutivos, en dos f ormas: in 

dividüalmente o colectivamente (como cuando actúan de consuno al través 
, 

Cuerpo Diplomático acreditado; por ejemplo en e l Perú en l os casos de asi -

l o por parte de los gobler.nos de Estados Unidos de América y de Francia, -

en 1865, según reseñamos" con anterioridad.) 

Por su estrecha relacióri con e ;I. asilo diplomático estudiaremos el as-

pecto jurídico y humano del asilo territorial, ya que resulta contradicto-

rio y hasta paradójico que se haya consagrado éste como un I1derecho esen--

clal humanol! y no haya sucedido l o propio con aquél. 

En efecto, s egún l oa Artículos 14 y 27 de las Declaraciones de Dere--

ahos del Hombre, la de las Naciones Unidas y la de los Estados Americanos, 

ha ~ido reconocido el asilo territorial, también llamado externo, como un 

"derecho esencial humano". y desde e l primer momento surge la interroga---
---- ----------------
ci6n en el sentido de que por qué se ha restringido tal jerarquía sólo al 

asiío territorial y, en cambio, el " asilo diplomático, todavía en una eta-

pa de disc4si6n y hasta de incertidumbre, cual parece deducirse de la maní 

fiesta disparidad en el trato, sigue" siendo considerado, usando los térmi-

nos de la~ multicitadas "Instrúe-ciones tt chilenas, "un recurs o aconsejable 

por ra2'l"'ones humanitarias." 

"Antes de estudiar eSa disdreparicla "séanos permitido hacer constar que 

la relaci6n entre el derecho de " Asilo y los Derechos del Hombre no puede -

negarse si"" no es con apoyo en arr;urrtentos "s ofísticos. y la misma tradici6n 
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anglos a j ona , a veces r enuente a r econocer 'e l carácter jurídico del asilo, 

presenta ángulos muy interesantes al respecto . 

Un examen técnico y jurídico de los derechos subjetivos fundamenta--

l es dentro de la concepción y aun de la terminol ogía alemana, nos pone de 

relieve que l o importante en ella no es la pr otecci6n sino la f orma espe-

cial de dispensarla. O s ea que el asilo constituye no s610 un derecho sub 

,Jetivo' sino que, instrumentalmente, protege y r es guarda, a su vez, a otros 
- ----- - - --- -

derechos humano's, como s on, por ejemplo la vida y la libertad. Este tema 
--~------------------ ~-----------

aparece con bastante frecuencia aun en la pr opia terminol ogía de las Con-

venciones, 'yeamos, por ejemplo, la de la Décima Conferencia Interamerica-

na, 

En el Artículo 1 de la Convención s obre asilo territorial de Caracas 

leemos que "Todo Estado tiene derecho, en ejercicio de su soberanía, a a~ 

mitir dentro de su territorio -a las pers onas que juzgue conveniente sin -

que por el ejercicio -de este derecho ningún otro Estado puede hacer recla 

mo alguno."Tránscri1:Hmos el artículo en mención para señalar como, por si 

fuera poco una vez, hasta en dos ocasiones s e califica de "derecho" la fa 

oultad estatal para admitir a es as personas dentro del territorio . En cam 

bio, el Art. 11 de la Convenci 6n s obre asilo diplomático, también de Car~ 

cas, dice que liTado Estado tiene derecho de conceder asilo; pero no e-stá 

pbligado ni a declarar por qué l o niega". Es decir que la primera parte -

resulta neutralizada, mejor anulada por la segunda, siendo aquí evidente 

la presión de la s oberanía del otro Estado, el requirente , aunque no s e -

expresa por r azones obvias. 

Para nosotros el planteamiento del asito no será correcto sino cuan-
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do se l o' haga ,como cualql).ier ot 'ro dereoho" es decir I que el t i tular, en -

el .oas o ~l per.seguido que s olicita asilarse , al llenar l os r equisitos del 

~as o , pueda e j e.rcer sl). "der echo''' y no quedar sujet o a qUG, como dice el -

Art. Ir ya citado , el Estado al que s e pi de asilo no esté obligado ni a -

declarar por qué n o l o concede . Siempr e la s oberanía, entendida extensiv.§:­

ll!ente , s oa del Est1:!.d'o t er.ritorial, sea de l asilante , dificulta uno. mejor 

compr ensión de l punt o. 

Otro argumento de l os que pr et enden que es l ógico y natural que as i ­

l o t erritorial s ea r econocido como "der echo es encial humano" y no así el 

asilo di pl omático, ,radica en que el primer o no contrarresta la juris dic--­

ciDn del Estado requirente mi entras que el s egundo sí. 

Si analizamos det enidamente este s egundo argumento nos daremos cuen­

ta de que r esulta una mera variante del primer o, pues si la jurisdicción 

de acuerdo con el Art. 20 Pr: " es el poder de administrar justicia confo!: 

me a las l eyes", tal poder necesita de lasoberanfa para pode r ejercers e 

con eficacia y, en e l f ondo , l o que este argumento quier e decir es que - ­

tambié~ s e ,contrarresta la s oberanía del otro Estado, el Estado t errito- ­

rial , en l os casos en que s e ponfier e asilo dipl omátic o. 

Un estudio de l asunto nos indica que l o que en el asile t erritorial 

s e consagr a , con r es pecto a l a situación de l asilado, es una venta ja que 

bien pudieramos llamar do índol e materia l y no jurídica. En ef ecto, en el 

asilo t erritorial, el pers ?¡;Ui do ha l ogrado llq;ar, por distintos medios , 

al ter ritor io del Estado asilante ,. es decir, a verdader o t erritorio y no 

a l que Sánchez .de Bustama,nte calific tS como t erritorio fictici o, que es e l 

constituido por l as l egaciones ae un Esf ado en e l extranj er o . Pes e a la -
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tan citada ti extrate.rri t orialidad" la misma t endencia y articulado de laS' 

Convenciones demuestra 'ql.;l e, como expresa Antokol etz, ya no r esponde a la 

r ealidad de las .cosas, y e l asunto que anali-zamos viene a demostrarlo, --

pues e l asilado en t erritorio "naci onal ll
, s e encuentra en ~ ondiciones más 

, ' 

ventaj osas, tanto t éQrica como 'prácticamente . La misma experiencia diplo-

mática y política ens eña que el asilado "territoria l" ti ene más gar antías 

quq el "di pl omático",- pues e l r ecurso de la extradicci6n queda suj eto a .-

tantas alternativas . que en muchas ocasiones s e vuelve casi nugatorio . El 

asilado. t erritorial s e desuelve , traba ja, hace amigos y demás, al par' 

que e l di pl omático, aoosado dentro de las cuatro par edes de la legaci6n, 

apena~ s e atreve alternar con l os que habitan en ella, t emor os o de t odo y 

r ecibiendo como una gran dádiva, di g;n a del más -et~I'no , ~t';'t1:Iltd@:gi:Jlli~nto~,-lo.. . 

más mínima atenci6n que s e le haga. 

Per o, volviendo a nuestra inicial consider aci6n, que era la de ale- - ) 
gar en contra de la desigualdad de trato entre e l derecho de asilo t erri -

~orial - ya calificado c omo dérc cho esencial humano - ' y ,el der echo de asi 

l o diplomático , a l cual s e niega tal categoría, o al menos no s e l e canee 

de t Oan expresa y positivamente , analizaremos a continuaci6n l os argumen--

t os de l os que pret enden justificar tal discrepancia! 

Dicen l os que así piensan que en e l asilo t erritorial o ext erno hay ~ 

~ pl eno _ejercicio de la s oberanía - l o demostr6 el del egado ecuatoriano en 

Caracas pi di endo para e l Art. 1 la intercalaci6n de tal t érmino- mientras 

que en el asilo diplomático o interno, no s e e j erce tan hol gadamente l a -

s oberan.Ía de l Estado asiJ,:;mte, sino que se interfier e la del Estado terri 

t orial, con .las -corr espondi ente dificultades del caso . 
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Hemos dicho otras veces que el concept o de s oberanía, al cual J elli­

nek entre otras cosas llama c o~c-cpt o pol émico, sirve en r elación con cier 

t os pr oblemas jurídicos más para confundir que para aclarar. Y este es - ­

uno de l os casos en que la s ober anía, entendiéndola así, muy geométrica-­

mente, no permite la s olución correcta, Si un Estado queda interferido 

cuando otro asila a un perse'guido entonces no habría justificación pl ena 

de tal derecho, aunque esté consagrado por la doctrina y r econocido, con 

mayor o menor extensión, en diversas Convenci ones internaci onales. Si el 

Estado no puede - para usar un vocablo usual - autodet erminar su propia 

soberanía, como pasa cuando firma un .Tratado o C~nvonción, las posibili­

dades del derecho internacional y no únicamente las de l der echo de asi 

l o - s erían limitadísimas. 

Muy oportuno es darse cuenta cómo la discrepancia éntre el derecho 

de asilo. en sus f ormas t erritoria l y diplomática, resulta patente et~ -­

los procedimientos y prácticas internacionales. 

En efecto, e l .\rt • . 1 de la Convenci ón s obr e Asilo Territorial de Ca 

racas expr es a tajantemente que "Todo Estado tiene derecho en ejercicio -

de su s oberanía, a admitir dentro de su t erritorio a las pers onas que -­

juzgue conveniente sin q1,le por -el ejercici.o de este derecho ningÚn otro 

Estado pueda hacer r eclamo alguno". Aún al tratarse de l suplicatorio de 

extradicción - como l o vimos en el cas o de Ros ember g y Cruz Wer- e l Esta 

do r equerido n o l a ot orga si las figuras delictivas por las cuales s e s o 

licita no. aparecpn en la l egislación del Estado asilante. Y t odo es o r e­

fuerza desde luego la posición PGrsonal y s ocial del asilado, mientras -

que en I.asilo diplomático, por razones prácticas y naturales, su esfera 
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de acci6n es muy limitada . 

Sin émbar go ambos asilos dependen'~ en EH f ondo de l as cosas, de una -

circunstancia r eal", es decir, de que el asilado l ogr e llegar a l t erritorio 

del Estado asilante o s 61o,a su y epr es entaci 6n di pl omática , nave o aer éona 

" ve . De tal coyuntura s e desprende el aeílo t erritorial o el diplomático, -
" , 

siendo c"aÚficado el primer o como der echó de l Estado asilante , en ejerci--
" I 

cio de su s oberanía - ' como a l eg6 en Cara cas el r epr es entante de l Ecuador -

-- mientras que e l s egundo no es tratado, jurídicamente hablando , con esa ca-

t egoría . 
L' 

No s e nos oculta que muchas r azones militan a fav or de tal diferencia 

entre ambas modalidades de l asilo, per o de t odas maneras, l os internaci on~ 

listas ~eberían pr eocuparse por afinar t é cnicamente sus concept os y pr á ct,! 

cas, has ta e l grado de que t anto el asilo t err.itoria l como el di pl omático, 

pr esenteh una misma ca t egoría , ya que no es posible encontrar motivos fun-

damcntales par a que s e califique de II der echol! ,al primer o y s e ni egue t a l -

expr esi6n al s egundo . Esta s ería una tarea dificil, dados ciertos precede~ 

( 

t es , per o que mer ece l a pena de acomet ers e , s obr e t odo en las Confer encias 

Inter americanas. 

El Ca s o de Víctor Raúl Haya de l a Torre . 
I 

El cas o de asilo di pl omático de Víctor Raúl Haya cle l a Torre , máximo 

dirigente de l APRA, tuvo r es onancia mundial debido a l as cualidades pers o-

nales del pr otagonista y a l as es pecia l es circunstancias en que s e des arr.2 

ll6,pués intervino hasta e l Tribunal , de Justicia de l a Haya con un f allo 

que ha sido motivo de críticas como v.er emos en su oportunidad . 

Haya de l a Torre , quien habí a vivido muchos años en el destierro o en 
/ 
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la lucha- política clandestiná~ orador, escritor, 'político y líder, es con 

tinentalmente r econocido cual una de las fi~uras peruanas do mayor r elie­

ve. Además, su partido r euno bastante contin~entes populares y, además, -

personalidades int'c l ectualcs de la talla de Luis Alberto Sánchez, Manuel 

Seoano, etc., por l o que , al asilarsc Haya en la cmbajada de Col ombia an­

t c el Gobierno del -Perú, inmediatamente atrajo la atenci6n nacional e in­

ternacional. 

Numer os os trabajos e inv.estigacioncs, l o mismo que r eportaj es y arti 

culos periodísticos han sido publicados s obre e l asilo mencionado,reveláE 

dose así e l interés que provocara en las más distintas esferas, tanto en­

tre l os estudios os ' dél Der echo Internaci onal como entre l qs polítiCOS mi­

litant~s o cazador es de -noticias s ensacionales. 

Nadie puede nc~ar que Víctor Raúl Haya de la Torre, era en 1948. un -

político de primer rango , al grado que , sin exa8erar, hubiera podido de~ ­

cirse que era e l mayot<' opositor del ~obierno pr esidido en ese entonces -­

por el Gral. Odría- como jefe dé una junta mi-litar, e l mismo que luego fue 

ra preSidente de la República del Perú. Todavía record~~os la campaña que 

periódiCOS tan destacados como "El Comercio" de Lima, hicieron en contra 

del APRA en general y de Haya de la Torre en particular. 

El APRA fué en tal época e l partido de la más enconada oposici6n al -­

gobi erno y. cuando éste deboló una insurrección armada en su contra, t om6 

la decisi6n de dis olver dicha or ganizaci6n política, por considerarla ex­

tremadamente peli~ros.a. 

Con tal medida l os apristas quedar on fuera de la l ey , y muchos de ellos 

fueron capturados o tuvicr on que bus'car r efugi o ,en las embajadas o lega- -
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cianeS acreditas ante e l c;obi crno, de Odría. 

Haya de la Torre no pudo llegar a las montañas andinas que tantas 

otras veces le ofrecier on refug~ o s eburo contra sus onemic;os políticos y, 

por ello, s e vió precisado a buscar asilo eñ la &nbajada de Col ombia. Ha~ 

ta allí el asunto era otro más en la dilatada historia del asilo diplomá-

tico en América. per o ' l a conducta posterior del cobi erno 'peruano l o trans 

f orm6 en un s onado caso do la materi~, volviéndol o ya clásico para el es-

tudios o de semejantes cuestiones. 

El 3 de octubre de 1948 fué la insurrección, r ebelión o asonada, 0 0-

mo quiera calificársela, en contra de l régimen peruano imperante . El 11 - ' 
; " 

de octubre siguiente , el juez de instrucción abre proceso a Haya de la To 

rre, j ofe del partido Alianza Popular ,Revolucionaria Americana, APRA, l e 

mismo que en contra de otras personas, i,rplalmonte acusadas. Y ,el 25 de oc 

tubre s e ordena la detención de l os indiciados, continuándo~ e las dilie;e.!} 

cias respectivas en ausencia de Haya de la Torre, quien ora el principal 

inculpado : 

El 3 de enero de 1949, unos tres meses más tarde , Haya de la Torre s e 

asiló en la embajad,a de Col ombia en Lima. Al día, SiGuiente, 01 embajador 

de dicha naci6n, en nota d.irigida al Ministro do Relaciones Exterior es --

del Perú, l e comunicó que se encontraba asila~o Haya do la Torre, s olici-
, 

tándol e, al mismo tiempo, el salvoqonductc ,que permitiera al líder aprís-

ta salir del país con las garantías y facilidades del cas o, con apoyo on 

la fracción 2a. Art. n ' de la Convención de la Habana de 1928. 

El 14 de cner o, el mismo Embajador en nota enviada al mismo Ministro, 

le manifiesta que , con ar~eglo al Art. 20 . de la Convención s obre Asilo Po 
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lítico de 26 de diciembre de 1933. calificaba a Víctor Raúl Haya de la To 

rre como asilado político. 

Entonces surge "la prolongada cOr,ltroversia entro ambos · gobiernos, que 

llegara, incluso, al máximo tribunal de jUEfticia internacional, pues Perú 

contest6 que no estaba obligado por la referida Convenci6n a extender el 

salvoconductq soli~itado . declarando, además, que no aceptaba la califica 

ci6n unilateral hecha por Colombia. 

Hay que recQnocer que, si bien la práctica internacional había sido 

uniforme en el sentido de que dicha facultad correspondía al Estado asi-­

lante, el Gobiernó Peruano alegaba con fundamente legal, pues la Conven-­

ción de la Habana tiene el defecto de no precisar el extremo dispu~ado. Y 

en cuanto a la Convención de Montevideo, cuyo artículo 20. dice "La cali­

ficación de la delincuencia política corresponde al Estado que presta el 

as!lo" aunque el gobierno colombiano apelara a dicho artículo, el del Pe­

rú contrarreplic6 diciendo que no h~bía ratificado esta última Convención 

y, que por tanto, no le era obligatoria. 

También es oportuno señalar q~e el Perú, al lado de Chile y Bolivia, 

plantearon- res~rvas sobre el asilo en el Segundo Congreso Sudamericano; y 

que el mismo gobierno del Perú pidió la abolición del derecho de asilo en 

una de las re~iones diplomáticas celebradas en Lima para resolver casos 

concret os que se habían presentado. Con fundamento én tales antecedentes 

el Perú r obustecía· sus alegatos, puosreiteraba una posici6n que ya en -­

'otras ocasiones había expu·esto . 

El 31 de agosto de 1949. despues de haberse cruzado varias nota~ en 

las que cada gobierno sostuvo sus puntos de vista, sus.cribieron el acta 
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de Lima por la cual ambos E\cordaban s omet er sus diferencias al Tribunal - -

Internacional de Justicia, manifestando, expresamente , que cualquiera de 

l os dos podría interponer la demanda respectiva sin que ello s e interpre-

tara como. acto poco amistoso para la parte demandada. 

El 15 de:-.optubre de 1949 presenta Col ombia su demanda en la Secreta--

ría del Tr.ibunal s osteniendo las SiGuientes pretensiones: 

10.- Si, con fundament o en e l acuerdo bolivariano s obre extaadicci6n 

del 18 de julio de 1911 y la Coñvención s obre Asilo de 20 de febrer o de -

1928, ambos t odavía vigentes entre Col ombia y el Perú, l e corres ponde o -

no a Col ombia, como país que -acord6 e l asilo discutido, calificar la natu 

raleza del delito para l os fines del cas o. 
" 

20.- Si, en el caso concreto del Perú, como Estado territorial, está 

o no obligado a prestar las necesarias garantías y facilidades para que -

el refugiado salga del país respetada la inviolabilidad de su pers ona. 

El Perú, por su lado, r econvino s 610 para que la Corte se pronunciara 

s obre la ' procedencia del asilo, de acuerdo con l o pactado en la Conven- --

ci6n de la Habana de 1928. 

La demanda col ombiana s e apoyaba en el Art. 18 del acuerdo bolivaria-

no de 1911, en el Art. 20. de la Convenci6n de la Habana, en la Convenci6n 

de Montevideo de 1899 s obre Derecho Penal Internaci onal, en la Convenci6n 

de Montevideo de 1933 y de 1939; en la soluci6n a numer os os casos de asi-

l o y en l os comunicados 'oficial es del gobierno peruano del 13 y 23 de 00-

tubre de 1948. 

La demanda recon",enc;i,onal del Perú alUdía s ól o en el Art. l o . y Art. 

20. de la Convenci6n s 9brQ. as-!' l o f ·irmada· en la HaQana en 1928. 
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El fallo del Trib~nal de Justiciá por l o que respecta a la primera 

de las cuestiones planteadas por Col ombiaresolvi6 '¡,q¡;e "Col ombia, en su -

condición de Estado ~ue otorga el asilo, no tiene der~cho de calificar la 

naturaleza del delito 'por una decisi6n unilateral y definitiva que sea 

obligatoria para el Perú." 

Como puntos fundamentales de esta primera conclusión están l os st--­

[,rui entes: 

A.-La inexistencia de una r egla de calificación unilateral y defini­

tiva en fav or del Estado que concede e l asilo . 

B.-La conceptuación de la naturaleza jurídica del asilo como uná de 

r ogación de la s oberanía del Estado territorial. 

C.-La competencia de calificación unilateral no O$tá comprendida en 

la Convención de la Habana de 1928 y no es inherente a la institución 

del asilo diplomático . 

D.-Las modificaciones en las l eyes internas de Col ombin no obli~an 

801 Perú . 

E. -La no ratificacI6n libera al Perú del cumplimiento de la Conven­

ci6n. de Montevideo de 1933 y 1939. 

F.-La parte que invoca una c ost~bre internacional tiene que prob~ 

la como un uso constante y uniforme., 

En cuanto a la s egunda de la,s cuestiones debatidas, el Tribunal co­

mienza por declararla independiento de la primera, ya que la s olicitud .. 

de salvoconducto y s~ expedici6n dependen de ciertas circunstancias y -­

condiciones. 

La primera de ellas es que el asilo haya sido concedido y mantenido 
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r egularmente , La segunda s e funda6@nta en e l artículo 20 . de la Convención ' 

de la Habana, en e l que s e concede al Estado territorial una 'Jpción entre 

la s olicitud de salida del asilado y la obligación,' en este caso de exten­

der el salvoconducto o la no concesión del mismo. En el caso, el gobierno 

del Perú no ha pedido que el asilado abandone el país y, además, ha objot~ 

do l a l egalidad del asilo y negado e l salvoconducto . En tales condiciones 

el gobierno col ombiano no puedo reclamar~e al Perú las garantías para que 

el asilado abandone el país. 

Como puntos fundamentales de esta cuestión tenemos: 

A.- La independencia conceptual entre el derecho a calificar e l . asilo 

y las condiciones indispensables para extender e l salvoconducto . 

B.-Considerar que s on indispensables pqra extender e l salvoc onducto : 

Asilo regularmente concedido y mantenido; y petición del Estado territo- ­

rial para que salga e l refugiado. 

C.-El asilo diplomático s ól o puedo ot or garse a criminales políticos ~. 

en casos de urgencia. 

D. - El Estado t erritorial no está obligado a conceder e l salvoconduc 

t oo 

Por otro aspecto 'el fallo det ermina que el asilo no resulta acordado 

para prot eger diplomáticamente .a delincuentes políticos pr ocesados, int~ 

rrumpiendo la acción de la justic~a de l Estado t erritorial; que aún su­

poniendo que el asilado fuera s ól o un r efugiado político, no podia ampa­

rarlo el asilo porque no había peligr o ni cas o de urgencia, ni la human! 

taria t olerancia que prescribe l a Convención de la Habana; y que así co­

mo e l asilo, al ot or garse, no era conforme con tal Convención, e l haber-

-
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l o mantenido después contrariaba la mencionada Convenci6n. 

Declaró finalmente el fall? de l Tribunal que mantener el asilo después 

de la s entencia no podía s er materia de r es oluci6n por parte del mismo Tri 

bunal si no en e l caso en que s e hubi?ra r esuelto desfav orablemente la po-

tici6n y, por l o "tanto, estando resuelta fav orablemente la petici6n e r e- ­

. ~ onvenci6n del p~rú ya no era necesario pr onunciars e s obre la última poti ·-

ci ón ·ampliatoria. 

Los puntos fundamentales de esta cuestión: 

I\.-Calificar el asilo de l os delincuentes políticos s olamente es véÍli -

do en 'situaci6n de peligrosidad . 

B.-Admitir que e l asilo no puede s er opuesto a la acción do la justi--

cia. 

C. -No basta 1'a calificaci6n del delincuente, como criminal político l~ 

ra que deba s or mantenido el asilo diplomátic o . 

D.-Conceder que e l t érmino de s eguridad implica pr otección contra la 

arbitrariedad de poder. 

E. -Admi tir que la acci6n de asilo no puede, justificarse en contra de -

la !ee;ular aplicaci6n de las leyes. 

F. - Con:ceptuar estrictamente e l término acusado por la Convención de -

la Habana. 

G.- Sancionar que la acusación que debe t eners e en cuenta es la que s e 

interpone antes que el asilo s e cünceda. 

El mismo día que s e emi ti6 e-l f allo del Tr.ibunal 01 r epr es en¡!¡.ante de -

Colombi a trasmitió una carta al Secretario del mismo en l a Qual se manife~ 

taban l os deseos ·del gobierno de Col ombia para obténer la confimaci6n del 
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r ef erido f allo . El Tribuna l r echazó por 12 vot os contra un:; l o s olicit3.do 

por Col ombi a fundánd,;)se en que no s e peelí a , en r ealidad, una inter pr cta- -

'ci6n 0.1 fall o pr onunciado e l 20 do noviembr e de 1950 sin,) que s e f ormula-

ba , en e l f ondo, una demanda nueva. 

Después de l s egundo f all o desfaver abl e a Col .ombi a , de f echo. ' 13 de di 
.' , -

ciembr e de 1950, e l c;obi erno de l mismo país declar ó a l r ef erido Tribunal 

.' que , s ec;únla s entencia expedida , no estaba oblicado a convc;nir en l a en-

trq:;a ele l asilado que s olicita r a el ' Gobierno peruano, invocando par a el -

cas o 01 Art. 76 . del Pr ot ocol o ele Río J ancir o de 24· de mayo -de 1934, con-

f orme a l cu9-1 ambos países s e obliGaban a que t oda difer encia s e r es olve-

ría de acuer do con l os Es t atutos del Tribuna l Permanente ele Jus ticia In--

t ernaci onal. 

El último r ecurso que el Secret ari o de l a lto Tribuna l trasmitió 'a l . 
Perú f or mula l o siguiente : 

A) Que 01 Tribuna l det ermine l a maner a de e j ecutar l a s entencia de -

20 de noviembr e de, 1950 y, para ello, r es olver si Col ombia está <.> n o obli 

e;ado. a entregar a l Gobierno de l Perú a l asilado . 

B) Para e l cas o de gue t a l demanda s ea r echazada por el Tribunal ent~ 

bl a subsidi ariamente l o que podría calific~rse como nueva demanda or dina--

ria par a que el Tribuna l decla r e de conformida~ con -el der echo v i Gente en 

trc l as partes y es pecia lmente con e l Der echo Internacional l\mericanc , s i 

está o no obliGado 01 C;)Jbierno do ' Col ombia a la .entrec;a s olicita c13. por el 

de l Perú. 

Esta última potici6n col ombi ana s e contrae a l a e j ecución pues el 

asunto debe entenders e agot ado en virtud de l os dos f a llos mencionados f a 
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yorables al no ot or camiento del asilo en monción. 

De mucha importancia en el postcri Jr desarrollo del asunto es l a Nota 

del g'Jbi erno de Col ombia al del Perú,suscrita por Evaristo Sourdis, Mini~ 
, 

tro de Relacion0s Exterior es y en la cual dice que : "Como en r eiteradas ; ,-

ocasiones e l Gobi erno del PE::rú ha emitid ::> l a opinión de que mi país es ta 

en mora de t erminar e l menci onado asile , el cobicrn ,J de Col :)mbia desea ex 

presar otra vez cua l es e l verdader o sentido y alcance de las obliGacio- -

nes que l e incumben en r e l ación con él, a la luz do las conclusi ones y --

concept os pr of eridos por la Corte InternacLmal de Justicia en la sentcn-

cia dcl '13 de julio de 1951. Al ef ecto, quier o r ecordar a V.E. que en di-

cha oport~nidad aquel Alto Tribunal declaró: "Que Col ombia no está obliGE: 

da a entreGar a Víctor Raúl Haya de In Torre a las autoridades poruanas." 

Tan enfática declaración fué hecha por la Corte a s olícitud de Col ombia, 

cuyos voceros plantearon concret amente , en la demanda del 13 de diciembre 

de 1950, la cuestión"." 

Continúa el Ministre de Relaci ones Exteriores de Col ombia en la nota 

de mérito diciendo que la Corte no s e limitó a definir este punto contro-

vertido sino que añadió r ecomendaciones a Col ombia y el Perú s obr e l a ma-

nera de proceder para alcanzar una "s oluci ón práctica y satisfactoria" 

de l asilo del s eñor Hdya de la Torre.. 

fllanifi esta enseguida el mencionado funci onario col ombiano que su 2;0 - --

bierno pr opuso al del Perú: 

Una iniciativa para que cada uno de l os Gobi ernos pr es entara a l 0tro 

tres o mas fórmulas a fin de escoger entre ellas una cualquiera; la ini--

ciativa de 18 de agosto de 1951 de que s e s omotiera el asunto al mismo pr~ 
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c edimiento acor dado en 1930 entre e l Perú y l os Estados Unidos del Brasil 

. para r es olver el diferend.) surGido por el asilo del Sr. J os é Leeuía, a s.§: 

ber: permitir la salida del asilado a condici6n de s omet erlo él. un pr 'Joes o 

inmediato de extr adicci ón; y la iniciativa d~ 13 de s epti embr e de 1951, -

destinadél. a confiar al Comité Jurídico Inter americano de Río de Janeiro -

la tarea ele precisar el él.lcanoe de las r ec :Jmendaciones de la Corte Inter ­

nacioha l de Justicia e indicar una fórmula do arrec l o de su r es pectiva in 

t er pr etaci 6n. 

La Cancillería peruanél. -aGr eG6 e l Ministro - se ha limitado él. r ocha·· 

zar las propuestas de Col ombia sin indicar ninsún pr 'Jcedimi ento distinto 

al de entregar e l asilado a las autoridades del Perú, no obstante haber -

dec.larado la Corte que Col ombia ' no está oblic;ada a hacer dicha cmtr ec;a· y 

haber afirmél.elo e l Perú, en su C::mtramemoria a l a Corte de l 15 de marzo ele 

1951, que !lconsider a que l a entreGa de;! acusado n0 es el únic o pr ocedi--·· 

miento de ejecuoión imaGinable" y que " el Gobierno del Perú no quier e al 

r es pecto hac er cala de exclusi vis.imo . " 

Fina lmente e l r eferido Ministro expr esa que si l o ant eri ormente sUGe­

rido no fuer e aceptado por el Gobierno del Perú, quier e s olicitar s e le -

sirvan expr.esar cuál de l os proc ed~mientos fijados en el Sistema Reci onal 

Americano o cualquier otro medio de s olución pacífica aceptaría/ ol Gobio! 

no de l Perú para r esolver definitivamente la controversia. 

La controversia entre Perú y Col ombia ha pr es entado una s ori e do ac­

titudes y derivaciones, s obre t odo. s í se tiene en cuenta que, como ya l o 

dijimos, el p:aís primoramente nombrado ha f ormulado frecuentes obj eciones 

al derecho de asilo, y, además, que en e l caso l as pasiones políticas fue 
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r on avivadas al máximo por la pers onalidad y pr estic i o ele Víctor Raúl -Ha­

ya de la Torre . El G,:)bi erno peruano no f ormul ó s 'Jluciones viables para -­

que pudi era r es olverse e l conflicto, debido tal vez a que el fall o de la 

Corte de Justicia Internaci onal le fav orecía y as í consideraba perjudicial 

él su posición el arrios [;arse a otros expedientes diplomáticos o jurídicos. 

Ese fall o de la Corte Internaci onal hasid? tildado de incomprcnsivo -

para el derecho de asilo por alGunos juristas de nuestro continente , ac;re-, 

gándose que , por e l hecho de estar e l r ef erido tribunal integrado por jue­

, ces de nacionalidades europeas, dónde e l asilo nunca ha alcanzadf) l os cra­

dos y modalid~des que en. América, fuó 'que el m~lticitado fall o no t omó en 

cuenta nuestras circunstancias político-s o"cia1es. 

A pesar de t odo el r efugi o de Haya de la T0rre en la Embajada col ombi,9: 

na de Lima tenía que llecar a un término, el cua l r esultó s eñalado mQs por 

la fuerza de l as cosas que por la ar [,"Umentaci6n y 'debate jurídicos que he­

mos venido r eseñando con alguna amplitud. Y en 1955 - des pués de haber 

aprovéchado el tiempe para escribir varios libr os que ya ha venido dando a 

la publicidad - Haya de la Torre l OGró salir de su r etiro limeño bajo ln. -

prot ección del r epresentante di pl omático col ombin.no, al cambiar el Gobier -­

no del Perú e irse, por tanto, disminuyendo en ciertn. medida las pasiones 

políticas y l os conflictos partidistas. De t odn.s mn.ncrn.s e l der e cho de - ­

asilo fué r es petado y Col ombia pudo l OGrar la defendida inmunidad e invio 

labilidad, por l o que t oca al asilo del líder aprista. 

El Caso de l Ex-Presidente Perón. 

El Cas o de Perón no tuvo las dilatadas incidencias de l de Víctor Raúl 

Haya de la Torre , pero si n.tendemos a informaci ones s ervidas por acencias 
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internaciona l es y periódicos, va en camino ele convertirse en un pr obl ema 
" , 

de consecuencias múltiples pues l a pr es encia del ex-mandatari o ar Gentino, 

a quien amigos y " adversari os siGuen considerando EÜ líder de l justicinliE, 

mo, -ha pr ov ocado di ,stintas cuestiones sucesivamente en e l Para~ay, Pana-

má y, por últim é) , en Venezue l él . 
. . 

~a, personalidad de Juan DominGo Perón como Secret ario de l Trabaj o, -

como candidat o a la presidencia, como Primer Mandatari o y más que t oclo c2 

mo iíder máximo del"~partido justicial:i:sta argentin() ~ es s obr emaner a cono-

cida para enumerar detalles. 

Basta decir que despuós del fall ecimiento de Eva Perón, esposa elel ci 

tado ex-- pr esicente, las dificultades políticas, en especial la pUGna de -

Perón y del justicia1ismo con e l clero y l os católicos, caus ó una s erie -

de manifestaciones de pr ot esta cada ve~c más virulentas hasta que e l movi· " 

mi ento militar ele l 19 de s eptiembr e de 1955, que fuera apoyado decisiva-~ 

mente por la marina, hizo que la mañana del 20 de s ept i embre de tal año, 

el depu esto "mandatari o s e pr es entara demandando asilo a l comandante de la 

cañoner a IIparaguaylt, de l a naci onali elad que su nombr e indica con t oda cla 

ridad . 

A pesar de que l os triunfantes en el movimi ento arGentino demandaron 

l a "entreGa ele Per ón con" el objeto de ~ ometerlo a juic~o y deducirle r espog 

sabilidad penal y civil, el comandante de l a r eferida nave , E. Cortese, - -

confirió asilo a l ex- pr esidonte. 

El r epr es entante paraGUayo en Buenos Aires , que tenía la ca lidael de -

Embajador, c estionó e l r e:spectivo salvoconducto y el 2 ele octubre en un: --

~ransporte aereo parac;uayo, pUelo . Perón viajar a Asunción des pués de pasar 
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apr oximadamente dos sem~nas asilQdo en la nave parQguQya menci onada . 

Per o e l asunto apenas comenzaba si nos atenemos no s ól c a .l os hechos 

posteriores.sin o a , l as f ormalidades de que estuvo r odeada l a evacuación -

del Ex-Presidente, a las cuales en es o tiempo aponas s e l es confirió ma-

yor importancia. 

En ef ecto, el Ministro de Rel aciones Exteriol;'es del Gobierno Ar r:;en-­
.!íIl.-i'!i't.': 

tino desde el momento que entrC[;ó el; salv,oconducto corres pondiente hiz'o 

formar~:!dv~ertencia al Gobi erno ParaGuay() s obr e su deber de que la perma-
-'~;i' .:¡ " -

nencia y futuras actividades de Pe'r 6n en e l t erritorio del Estaclo asilan 

t e no vinieran a interferir lQS r elaciones de buena amistad entre ambós 

países. 

y al salir Perón, el mism:) funci onario argentino juntamente con el 

emba jador paraguayo, s eñor Juan Chávez, insistió, ante e l mismo ox-manda-

tario, s obre l as instrucci ones expr esas del entonces Presidente pr ovisio-

nal, Gral. Leonardi. par a carantizar, , '(m f orma personal, la vida y e l 

transporte de l ex-presidente Per ón. Esa cortesía para un observador de 

l os acontecimientos ora, al mismo ti empo , una conminaci ón al propi o Perón 

de que respectara fi elmente su situación de asilado, ya que es de t odos -

conocida la simpatía que el· j ef o ' de l justicialismo t enía en divers os cfr-

culos políticos y s ociales de l ParaGuay. por l o que e l gobierno argentino 

t omó sus pr ecauciones y pr ocedi ó des pués de acuerdo con esa norma de con-

ducta', 

Tres días más tarde, é l referido gobi erno ar centino oomunicó oficia,! 

mento al paraguayo de que e l ex-mandatario no s ól o no podía continuar en 

Asunción sino que debía salir del t erritorio con destino a cualquier país 
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que no fuera americano, a riesco de que s e alteraran las buenas relacio­

nes argentino-paraguayas. Es decir, que aquella ceremonia a la. que asis­

tiera el Ministrc) de Relaci ones ele l\.rsentina, s eñor Mari o Amadeo j ". pronto 

tuvo una repercusión más practica que pro·~olaria. 

En las notas que se cruzaron consta que, según el Gobierno Argenti­

no, la permanencia de Perón en territori o paraguayo se ' consideraba "in-­

compatible" con las buenas relaciones entre Argentina y Paraguay; que 

las declaraciones hechas a la prensa por el ex-mandatario ofendían al 

pueblo y gobierno argentinos; y, finalmente, que no sólo era pertinente, 

de acuerdo con las exigencias del régimen argentino, la salida de Perón 

del Paraguay, sino que debía tener como lugar de destino un país que no 

estuviera. en nuestro continente. 

La última pretenSión argentina ponía 01 asunto en un plan de mani-­

fiesta dificultad ya que, en el fondo, c onminaba al Gobierno paraGuayo, 

a t omar una actitud conforme a l os deseos del argentino. Y tal demanda -

ha ido en aumento como veremos poco después, evidenciando la hostilidad 

patente de los regímenes de Argentina respecto al General Perón. 

El cobierno paraguayo decidió, ante las exigencias planteadas, in-­

ternar a Perón en Villarica, a mas de cien kilómetros de la capital, pe­

r o el 22 ·de octubre del mismo año, al anunciar el Gobierno Arcentino que 

un complot descubierto en su contra, a pocos kilómetros de la frontera -

paraguaya estaba dirigido por Perón, las relaciones paracuayo~argentinas 

volvieron a res entirse en f orma bastante enojosa y aún grave. 

En octubre siguiente, el General, Parón, voluntariamente abandonó el 

territorio paraguayo con- rumbo a Panamá; También en esta nación el. ex-ma..~ 
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dataric fué centro de ataques y suposiciones., t odas de índol e política, -

s obre t odo en l as primeras planas de l os periódicos y r evistas de circúl~ 

ción continental. Debido a 0110, Por ón abandonó Panamá par a r esidir en V~ 

nezuela, donde ya s e l e están pl anteando s erias dificultades, y no s ól o -

a é l sino al régimen del General Pórez Jiménez, pues la estancia de Parón 

en es os países ha cobrado el carácter de fuente de pr obl emas y suspica---

cias. 

. ........ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
: ~ : : .. . . 



-92-

CONCLUSIONE S 

De l o expuesto s e infier en l ns conclusiones siguientes: · · 

1.- El Der echo de Asilo es uno. de l as instituci ones jurídicas de ma­

yor importancia, no s 610 en Latinoamérica , sin ) tambi én entre - ­

destacndos jurístas J lnsti t'tlt rlS de investigación y Conljr es os eu­

r opeos s obre In materia. 

11.:'" El Der echo de Asilo ha sido ob j et o de especial c::msideración -- ­

por el der echo internaci ona l positivo de nuestro continGntc cua l 

l o comprueban l as Convenciones Internacionales suscrita s por El 

Salvador, tantO .. s obre Asilo Territoria l como s cbr c l'\sil·) Diplom~ 

tico . 

111. - El Der echo de Asilo pu ede det erminars e obj etivamente come : tiLa .. 

s e:::;uridad que un Estado confier e en sus l ecaciones, navíos de -­

guerra o aer eonaves militar es, a pers onas perseguidas por moti-­

vos o delitos políticos; y sub j etivamente como: "la facultad pr.2 

tüa de tales pers onas par a obtener l a referida s e(3uridad . ti 

IV . - -El fundamento de l asilo es de carácter jurídico, y no mor a l o p~ 

lítico o humanitario, contribuyendo a r ef orzar tnl t esis la' me- ­

J :::l r e labor ación de l o. doctrina y de l a jurisprudencia que disti!! 

ga l os delitos políticos de l os delitos comunes, ya que s ól u P ['o ­

ra aquéllos y no para éstos , rige el der echo de asilo • . 

V.- El asilo t erritoria l o externo implica el inmediato e j ercicio de 

la s oberanía del Estado asilante , t anto, en l a doctr ina co-

mo en las Convenci ones Internaci onales suscritas por El Salvador, 

como l o recon o.ció, expr esamente , en el Artículo 1 de l a Conven-· -
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ci6n s obre Asil ') Terri t orial suscrita en Caracas. 

VI.·· El asilo diplomático o interno puede -s er concedido por l os Estados, 

como un derecho de -l os mismos , aunque, a t enor de la parte secunda 

del Artículo II de l a Convénci6n s obre Asilo Territorial suscrita en 

Caracas, no están obliGados a ot or earl o ni a declarar por qué l o ni~ 

gano La tendencia moderna s 0br e la materia consiste en r eglamentar -

ese derecho de l os Estado$ . a fin de que las personas porseguidas 

por motivos o delitos políticos , tengan el máximo de Garantías. 

VII.- Ya que el derecho de asilo t erritorial ha sido r econocido c omo dere­

cho esencial humano por l os Artículos 14 y 27 de las Declaraciones -

de Derechos del Hombre , la de las Naci ones Unidas y l a de l os Esta·-­

dos Americanos, se sugiere en ceta Tes is que i gual tratamiento debe­

ría darse al der echo de asilo di pl omátic o, pues n ,] hay una difcren- ~ 

cia do f ondo entre ambos. 

VIII.- En l os casos de asilo que hemos analizado en esta Tesis Siempre fué 

r espetada dicha institución y aleunes de ellos c :mtribuyeron a que 

Convenciones Interamericanas posteri ores rec lamentaran dicho dero-­

cho . 

IX. - El Der echo de As n o como instituci6n de raigambr e latinoamericana -

merece que s e depure hasta e l máximo, tanto su n :::: ci6n doctrinaria, .­

como su fundamento y aplicación. Dada la importancia del asunto 

bien podría confiarse tal tarea a un or ganismo continental especia-­

lizado, pues os en nuestra América donde 01 asilo ha cobrado mayor 

aplicaci6n y desarrollo . 



-"'f._. 

1 N D 1 C E 

Capítulo 1 

INTRODUCCION. 

Capítulo 11 

NOCION DEL ASILO. 

Capítu~ o III 

FUNDAMENTO DEL ASILO. 

Capítulo IV 

ASILO TERRITORIl\.L. 

Capítulo V 

CflSO DE Jf,IME ROSEMBERG RIVERA. y ROGELIO CRUZ WER. 

Capítulo VI 

ASILO DIPLOMAT!CO. 

Capítulo VII 

Cf~SO DE VICTOR RAUL HAYA DE Lfl TORRE. 

Capítulo VIII 

CASO DEL EX-PRESIDENTE PERON • 

. . . . . . . . . . .. .. . ...... . . . .. . .. .. . . .. . .. . . .. . .. 
: : : f : : 

.. 


